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Contestad611 por el señor Ministro de Justicia (Ledesma Bartret) a las siguientes preguntas: 

- Del whor Cavero Lataillade (Agnipaci6n de la Democracia Cristiana), sobre medidas a aplicar por el Gobierno 
para proteger a los funcionarios de Instituciones Penitenciarias contra las amenazas e intimidaciones de los pre- 
sos de ETA (número de expediente 181/0007781. 

- Del whor AIvarez-Carcos FernAndez (Grupo de Coalición Popular), sobre supuestos o circunrtancias que deben 
dame para la creación de secciones de una Audiencia Provincial fuera de la capital de una provincia (aB. O. C. G.s 
número 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000656). 

- Del mismo señor Diputado, sobre posibilidades de creación de dos secciones de la Audiencia Provincial de Astu- 
rias en el Partido Judicial de Gijón (*B.O.C.C.* número 165, Sede D, de 23-3-88) (número de expedien- 
te 181/000657). 
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- Del mismo señor Diputado, sobre creación de Juzgados de Primera Instancia e Instrucción en Villaviciosa e In- 
fiesto, en Asturias (aB. O. C. G.r número 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000658). 

- Del mismo señor Diputado, sobre supuestos o circunstancias que deben darse para la creación de un partido ju- 
dicial en cuya capital habd de instalarse un Juzgado de Primera Instancia a Instrucción (aB. O. C. C.i, núme- 
ro 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000659). 

- Del mismo señor Diputado, sobre creación de una Magistratura de Trabajo en Langreo (Asturias) (aB. O. C. G.r 
número 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000654). 

- Del mismo señor Diputado, sobre creación de una Magistratura de Trabajo en Avilés (Asturias) (aB. O. C. G.r nú- 
mero 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000655). 

- Del mismo refior Diputado, aobre creación de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria en Gijón (Asturias) 
(aB. O. C. G., número 165, Serle D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000653). 

- Del señor Terciado Serna (Grupo de Coalición Popular), sobre medidas a adoptar por el Gobierno para que las 
instalaciones penitenciarias españolas reúnan las condiciones mínimas de habitabilidad para la población reclusa 
(aB. O. C. G.r número 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000670). 

- Del mismo señor Diputado, sobre mejora por parte del Gobierno de las condiciones higiénicas, sanitarias y de se- 
guridad en las prisiones eapanolas y en concreto en el Centro Penitenciario de Carabanchel (aB. O. C. G., núme- 
ro 165, Serie D, de 23-3-88) (número de expediente 181/000671). 

- Del señor Jordano Salinas (Grupo de Coalición Popular), sobre las causas que justifican la situación actual de la 
Prisión Provincial de Córdoba (aB. O. C. G . ,  número 169, Serle D, de 29-3-88) (número de expedien- 
te 181/000735). 

- Del mismo señor Diputado, sobre razones por las que la empresa que realizaba las obras de acondicionamiento 
de la Prisión Provincial de Córdoba las ha abandonado (aB. O. C. C.* número 169, Serie D, de 29-3-88) (número 
de expediente 181/000736). 

- Del mismo señor Diputado, sobre razones por las que no funcionan convenientemente los sistemas de seguridad 
en la Prisión Provincial de Córdoba (aB.0.C.G.m número 169, Serie D, de 29-3-88) (número de expedien- 
te 181/000737). 

- Del mismo señor Diputado, sobre deterioro de las instalaciones de la Prisión Provincial de Córdoba (aB. O. C. G., 
número 169, Serie D, de 29-3-88) (número de expediente 181/000738). * 

- Del señor Huidobro Diez (Grupo de Coalición Popular), sobre resultado del viaje realizado recientemente por el 
señor Ministro de Justicia a China y Japón (aB.0.C.G.w número 170, de 9-4-88) (número de expedien- 
te 1811000749). 

Se abre la sesión a las diez y treinta y cinco minutos 
de la mañana. 

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y seño- 
res Diputados. Vamos a iniciar la sesión con el orden del 
dfa que consiste en la contestación del señor Ministro de 
Justicia a las preguntas que figuran en el mismo y que 
les hemos enviado. Agradecemos al señor Ministro de Jus- 
ticia su presencia en nuestra Comisión. 

CONTESTACION POR EL SEÑOR MINISTRO DE JUS- 
TICIA A LAS SIGUIENTES PREGUNTAS: 

- DEL DIFUTAM) SENOR CAVERO LATAILLADE 
(A. DC), SOBRE MEDIDAS A APLICAR POR EL CO- 
BIERNO PARA PROTEGER A LOS FUNCIONA- 
RIOS DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS 

CONTRA LAS AMENAZAS E INTIMIDACIONES 
DELOSPRESOSDEETA 

El señor PRESIDENTE: Vamos a alterar el orden de 
contestación de las preguntas, dado que el señor Cavero 
Lataillade, de la Agrupación de Diputados de la Demo- 
cracia Cristiana, ha solicitado de la Mesa y de los señores 
Diputados poder intervenir en primer lugar por tener que 
acudir a otros actos. Por consiguiente, tiene la palabra el 
señor Cavero para desarrollar su pregunta sobre medidas 
a aplicar por el Gobierno para proteger a los funcionarios 
de instituciones penitenciarias contra las amenazas e in- 
tirnidaciones de los presos de ETA. Como sabe el señor Ca- 
vero, tiene derecho a intervenir por tiempo de diez 
minutos. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Muchas gracias, señor Ministro por su pre- 
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sencia y muchas gracias a los señores Diputados que se- 
gún el orden del día tenían preguntas anteriores a la mía 
y que han tenido la cortesía de permitirme intervenir an- 
tes que ellos. Espero tener la oportunidad en otra ocasión 
de devolverles su amabilidad. 

La pregunta, sefior Ministro, es semejante a la que, ocu- 
pando yo la función del seíior Ministro, fue formulada por 
Diputados del grupo parlamentario mayoritario ya en los 
aiios 1979-1980. Esta pregunta tiene relación con la situa- 
ción en que se encuentran muchas veces los funcionarios 
de los cuerpos penitenciarios en establecimientos en los 
que están, bien en situación de cumplimiento, bien en si- 
tuación de preventivos, presuntos miembros pertenecien- 
tes a la banda ETA militar, por delitos sobre los que han 
sido en unos casos juzgados y en otros están pendientes 
de celebraci6n de vista. Este supuesto, señor Ministro, no 
se basa exclusivamente en especulaciones sino en preocu- 
paciones que me han trasladado algunos funcionarios. 
Como sabe el señor Ministro, hace aproximadamente un 
mes estalló un paquete-bomba en las oficinas de un sin- 
dicato independiente. Ese paquete-bomba parece que iba 
dirigido a un funcionario de uno de los cuerpos peniten- 
ciarios que pertenecta a dicho sindicato. Sé que en otros 
casos, debido a medidas que se han adoptado, se ha po- 
dido evitar abrir esos paquetes-bomba que fueron dirigi- 
dos a directores o personas que ócupaban puestos de ges- 
tión en centros penitenciarios donde están albergados re- 
clusos o preventivos pertenecientes a ETA. 

Señor Ministro, en muchas ocasiones, por lo que me 
cuentan los funcionarios -y ya he dicho que no es un su- 
puesto nuev-, éstos son objeto de intimidaciones, de 
an6nimos y de insinuaciones por parte de la población pe- 
nitenciaria procedente de ETA, señalándoles que tienen 
información sobre sus domicilios, sobre sus actos habi- 
tuales, sobre sus propias familias, sobre los centros don- 
de estudian sus hijos, etcétera. Todo ello para crear una 
psicbsis de temor en estos funcionarios y con la finalidad 
clara de conseguir de ellos una cierta tolerancia en el 
mantenimiento del régimen penitenciario y muy especial- 
mente en el cumplimiento de los reglamentos y normas 
de estos establecimientos. De otra parte, estos funciona- 
rios se sienten amenazados, señor Ministro, como lo prue- 
ba el hecho del envío de estos paquetes-bomba, creándo- 
se en ellos una cierta dificultad para mantener con el ri- 
gor y con la seriedad con que deben serlo, todas las nor- 
mas internas de funcionamiento de los centros peniten- 
ciarios. Yo creo, señor Ministro, que estas intimidaciones 
y amenazas van dirigidas a tratar de relajar la moral de 
estos funcionarios a los que no se les pueden pedir tam- 
poco heroicidades. Todos ellos saben que pertenecer a es- 
tos cuerpos penitenciarios no es una tarea muy grata y 
agradable pero tampoco se les puede pedir una actitud he- 
roica, una actitud similar a la que puede existir en los 
cuerpos de Seguridad del Estado. Todo esto permite una 
cierta rebaja en el mantenimiento de las normas re- 
glamentarias. 
Yo sé, sefior Ministro, que me va a decir que, en gene- 

ral, en estos establecimientos el régimen penitenciario 
funciona adecuadamente, pero a mi me quedan mis du- 

das sobre si el tratamiento respecto a la duración de las 
visitas, en unos casos, al cumplimiento estricto de los ho- 
rarios de retirada a sus celdas en otros, y a los paquetes 
que reciben es igual que el del resto de la población pe- 
nitenciaria. No pretendo, en modo alguno, que por cual- 
quiera que sea el origen de los delitos o de los indicios de 
criminalidad que existan en cualquier recluso se les apli- 
que un régimen penitenciario más duro. Se debe tratar 
con el mismo rasero a toda la población penitenciaria. 

Lo que considero importante, señor Ministro -y éste 
es el objeto de mi pregunta-, son dos cosas. Por un lado, 
que los funcionarios se sientan lo suficientemente prote- 
gidos, en la medida de lo posible, para que puedan, sin te- 
mor, exigir el cumplimiento estricto del régimen peniten- 
ciario a la población reclusa procedente de la banda mi- 
litar de ETA, como presuntos autores de delitos de terro- 
rismo. Y en segundo lugar, señor Ministro, que estos fun- 
cionarios tetigan la sensación -y esto no solamente com- 
pete al Ministerio de Justicia, sino que también, lógica- 
mente, requiere la colaboración del Ministerio del Inte- 
rior de que están suficientemente protegidos en esta ta- 
rea difícil, ingrata e incómoda que es hacer cumplir a la 
población reclusa etarra las normas que con carácter ge- 
neral están fijadas para todos los establecimientos pe- 
nitenciarios. 

En otros países, señor Ministro, sabe que se ha optado 
por establecimientos penitenciarios exclusivamente para 
la población penitenciaria de esta procedencia. En Espa- 
ña parece que la práctica -y no es nueva- ha sido tener 
a la población penitenciaria de esta naturaleza distribui- 
da por varios centros penitenciarios. Creo que son 16 los 
establecimientos penitenciarios en Espafia que albergan 
a la población de esta procedencia. 

En todo caso, señor Ministro, creo que es también im- 
portante, a efectos de estrategia de la lucha antiterroris- 
ta, el que los reclusos o en su caso los preventivos tengan 
la sensación en todo momento de que van a cumplir sus 
condenas y que en el cumplimiento de las mismas no tie- 
nen privilegios. No pretendo ningún endurecimiento de 
trato, pero en cierta medida creo que seria conveniente 
-y estoy seguro que está en el ánimo del Gobierno y del 
seiíor Ministrc- que la población penitenciaria proce- 
dente de ETA no se sienta privilegiada ni dé la sensación, 
ante el resto de la población penitenciaria que ha podido 
incurrir en otro tipo de delitos, que estos presuntos delin- 
cuentes tienen un trato de favor precisamente por su pro- 
cedencia de la banda militar. Le agradecería que me di- 
jera qué medidas concretas el señor Ministro y el Gobier- 
no piensan que pueden adoptarse para que los funciona- 
rios de los cuerpos de prisiones se sientan protegidos y 
arropados en la medida de lo posible, en el cumplimiento 
de esta difícil tarea. 

Muchas gracias, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE: A continuación y para contes- 
tar a la pregunta, tiene la palabra el señor Ministro de 
Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
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Señor Presidente, señoras y señores Diputados, con mu- 
cho gusto contesto a la pregunta que me ha formulado 
don Iñigo Cavero, pregunta que tiene dos partes íntima- 
mente relacionadas y, sin embargo, diferentes. Creo que 
en una de las partes su preocupación hace énfasis en la 
proteccióii de los funcionarios y en la otra parte de la pre- 
gunta su preocupación se refiere a la necesidad de garan- 
tizar que el régimen penitenciario de los internos por de- 
litos de terrorismo cumpla estrictamente, sin privilegios 
ni agravaciones ilegales, las condiciones de la ley y el re- 
glamento. Le tengo que decir al Diputado señor Cavero 
que estoy completamente de acuerdo con el planteamien- 
to que ha hecho; lo asumo íntegramente. Por tanto, entre 
su posición y la mía no hay en este punto ninguna 
diferencia. 

En el Gobierno, y en concreto en el Ministerio de Jus- 
ticia, nos preocupa la seguridad de los funcionarios de ins- 
tituciones penitenciarias, en términos generales, y de una 
manera particular la seguridad de aquellos funcionarios 
que prestan sus servicios en centros donde se encuentran, 
como preventivos o penados, personas pertenecientes a 
bandas terroristas. Si la preocupación ha sido constante 
desde luego se ha incrementado a partir del momento en 
que, como S .  S .  decía, además de un paquete explosivo di- 
rigido a la sede de una organización sindical de funciona- 
rios se producía también el envío de otros dos paquetes 
explosivos, uno dirigido al centro penitenciario de Daro- 
ca y otro al centro penitenciario de Herrera de la Man- 
cha. Afortunadamente las medidas de control que se ha- 
bían tomado para detectar la presencia de explosivos en 
los paquetes dieron resultado y los terroristas no logra- 
ron sus objetivos. La verdad es que lo que habría podido 
pasar, en el supuesto de que esas medidas preventivas no 
hubieran funcionado realmente, hubiera sido muy grave. 
El propósito de los terroristas era claro y evidente. Una 
vez más trataban de producir la muerte y, en todo caso, 
desde luego, consecuencias lesivas para las personas. Creo 
sinceramente, señor Cavero, que los terroristas no han 
conseguido ni un ápice de sus objetivos. La moral de los 
funcionarios de prisiones creo que se encuentra en una si- 
tuación muy correcta. Son conscientes, naturalmente, de 
la dificultad de su trabajo, exactamente igual que quie- 
nes estamos en el Ministerio de Justicia, pero la moral se 
mantiene en el nivel adecuado. Para protegerlos, para pre- 
venir el que tengan éxito los propósitos de los terroristas, 
naturalmente que se han tomado medidas, unas a cargo 
del Ministerio del Interior y otras a cargo del Ministerio 
de Justicia. El Ministerio del Interior ha tomado medidas 
que el Diputado señor Cavero comprenderá que no las de- 
talle, es l6gico; medidas tendentes a la vigilancia y ase- 
guramiento de los centros, de las viviendas de los fupcio- 
narios y de los medios de transporte que utilizan no so- 
lamente ellos; ya se pueden imaginar lo que quiero decir. 
Creo que conviene no ser más preciso en cuanto a la des- 
cripci6n ,de este tipo de medidas. 

En cuanto a la descripción de las medidas a cargo del 
Ministerio de Justicia fundamentalmente han sido que en 
cuanto ocurrieron los hechos, el envío de los paquetes- 
bomba, hemos procedido a dirigir una instrucción a to- 

dos los centros penitenciarios donde se encuentran inter- 
nos de esta naturaleza para que se incrementen las me- 
didas encaminadas a detectar en cualquier paquete la 
presencia de elementos explosivos. Ya he dicho que afor- 
tunadamente las medidas que estaban establecidas han 
dado un óptimo resultado. Al mismo tiempo el Ministe- 
rio de Justicia está procediendo a la contratación de apa- 
ratos de rayos X más potentes con el propósito de detec- 
tar todavía con mayor eficacia la posible presencia de esos 
elementos explosivos. El servicio de inspección peniten- 
ciaria mantiene un contacto permanente con estos esta- 
blecimientos donde se encuentran estos internos para 
adoptar en cada momento las medidas que sean necesa- 
rias. Como es lógico, la colaboración entre los departa- 
mentos de Interior y Justicia en este punto es absoluta. 
Eso en cuanto a la primera parte de la pregunta, es decir, 
la que iba referida a los funcionarios. 

En cuanto a la segunda parte de su pregunta, ya he an- 
ticipado que coincido con el planteamiento que hace el 
Diputado señor Cavero, y puedo asegurar una vez más 
ante esta Cámara que no se ajustan a la realidad (no me 
gusta decir que no dicen la verdad, creo que eso es poco 
correcto) tanto aquellas declaraciones según las cuales los 
centros penitenciarios donde se encuentran personas per- 
tenecientes a la banda terrorista ETA son lugares en don- 
de estas personas quedan sometidas a un tratamiento in- 
humano y degradante - q u e  es lo que muchas veces oigo 
decir y leo-, como la afirmación completamente contra- 
ria - q u e  también leo y oigo en algunas ocasiones- de 
que el régimen que tienen es privilegiado. No es cierta ni 
una cosa ni la otra. Puedo garantizar a S S .  S S .  que el ré- 
gimen penitenciario de los terroristas es exactamente el 
previsto en la ley y en el Reglamento penitenciario. Casi 
todos ellos están clasificados en el primer grado y su ré- 
gimen de visitas, de paquetes, de paseos, etcétera, es exac- 
tamente y sin ninguna excepción el que está en la ley y 
en el reglamento penitenciario. 

Durante algún tiempo, señoras y señores Diputados, pa- 
reció que lo más conveniente era el criterio de la concen- 
tración de estos internos en un centro penitenciario. Lo 
cierto es que nunca fue así en términos absolutos, porque 
aunque la mayoría estaba en un centro penitenciario de- 
terminado, sin embargo, había otros que se encontraban 
en el hospital penitenciario e incluso en otros dos centros 
penitenciarios distintos de aquel que recibía la mayoría 
de este tipo de internos. En la actualidad el criterio ha 
sido modificado en este punto y hoy día esta población pe- 
nitenciaria se encuentra en distintos centros penitencia- 
rios. Pero allí donde están -insisto- puedo garantizar y 
puedo asegurar que no hay ni privilegio ni agravación ile- 
gal sino que en unos y en otros centros, en todos, se cum- 
ple rigurosamente la ley y el reglamento penitenciario. 
En esa línea, señor Cavero, señoras y señores Diputados, 
nos moveremos permanentemente. El mundo de las pri- 
siones es un mundo en el que también juega el principio 
de legalidad y, desde luego, la posición del Ministerio de 
Justicia es hacer que se respete siempre la ley en el inte- 
rior de los centros. 
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El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ca- 
ver0 para consumir un breve t u n o  de réplica. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Simplemente quiero 
agradecer al señor Ministro su contestación. 
Yo insisto en que los reclusos de ETA ya sean penados 

o preventivos, no deben tener privilegios porque también 
son reclusos y como tales deben aplicárseles el reglamen- 
to en toda su extensión. Por tanto, celebro que el señor Mi- 
nistro pueda dar esta información. Yo creo que en estas 
Comisiones muchas veces se realiza una actividad que, 
por la función que nos corresponde a la oposición y tam- 
bién al Gobierno de informar, pueden aclarar a la opinión 
pública sobre sus preocupaciones o sobre informaciones 
vertidas que no son exactas para que conozcan la situa- 
ción de los presos procedentes de ETA en los estableci- 
mientos penitenciarios, que se dice por ahí que es privi- 
legiada. Celebro que estén en situación de equilibrio, que 
se cumpla la ley con ellos igual que con los demás 
reclusos. 

Respecto al segundo tema agradezco la información del 
señor Ministro. Por supuesto que no voy a profundizar so- 
bre las medidas que lógicamente se llevarán a cabo con 
la mayor eficacia y reserva, pero en la medida de lo po- 
sible ruego al señor Ministro traslade su preocupación 
-estoy seguro de que se preocupa, pero que lo traslade- 
a estos funcionarios para que se sientan moralmente arro- 
pados en la exigencia del cumplimiento de la ley, sobre 
todo cuando se producen hechos como la llegada de los 
paquetes-bomba, aunque afortunadamente en los dos su- 
pestos de los establecimientos penitenciarios se consiguió 
evitar una catástrofe, pero no se consiguió por razones de 
otra naturaleza en el caso del paquete dirigido a un sin- 
dicato independiente en el que figuraba el nombre de un 
funcionario penitenciario. Yo he podido detectar, señor 
Ministro, que hay un cierto temor y desazón en los fun- 
cionarios, muy explicable humanamente. Y en la medida 
de lo posible el Director General - q u e  estoy seguro de 
que estará sensibilizado plenamente en este tema- tras- 
mita continuamente que, con independencia de las medi- 
das que razonablemente pueden llevar a cabo, existe una 
preocupación permanente por asistirlos, porque toda la 
estrategia de ETA está montada en la intimidación, y en 
base a esa intimidación conseguir un cierto relajo o tole- 
rancia en el rkgimen penitenciario para acreditar, una vez 
más, que se trata de un tipo de reclusos distintos, lo cual 
forma parte de una filosofía y de una publicidad apolíti- 
ca. 

Agradezco al señor Ministro todo lo que me ha dicho y 
únicamente me atrevería a señalar la posibilidad - q u e  
estoy seguro de que también la contemplan- de una ro- 
tación mayor de los funcionarios que estád en estos esta- 
blecimientos penitenciarios para que haya menos posibi- 
lidades de crear entre ellos, desgraciadamente, unos vín- 
culos de intimidación o de un mayor conocimiento de sus 
circunstancias personales. Yo sé que es difícil puesto que 
los destinos están amparados por determinadas normas 
de concursos y de garantías para los propios funcionarios, 
pero insisto en tratar de amparar en todo caso el anoni- 

mato y la obtención de datos sobre los funcionarios, pues 
si llevan mucho tiempo en un mismo establecimiento 
toda la población penitenciaria acaba conociendo sus cir- 
cunstancias personales de habitación, familia, hijos, es- 
tuidos de los mismos, etcétera, todos esos temas que el se- 
ñor Ministro conoce muy bien. En todo caso, muchas gra- 
cias, señor Ministro. Creo que con esta pregunta, aunque 
le ha obligado a intervenir hemos tratado de orientar a la 
opinión pública, lo cual corresponde siempre tanto al Go- 
bierno como a la oposición. 

El señor PRESIDENTE: Por si desea replicar, el señor 
Ministro de Justicia tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
No voy a replicar sino a poner de manifiesto, una vez más, 
mi coincidencia con el señor Cavero. El apoyo a los fun- 
cionarios de prisiones es permanente. Creo que será bue- 
no que a través del Director General de Instituciones Pe- 
nitenciarias informe de lo que acaba de ocurrir en esta Co- 
misión de Justicia para poner de manifiesto que el apo- 
yo, el interés y la preocupación no es solamente del Mi- 
nisterio sino - c o m o  me parece interpretar- de todos los 
grupos parlamentarios; así lo haré, señor Cavero. Tendré 
en cuenta la indicación que me ha hecho acerca de las 
ventajas de la remoción. Tiene las ventajas que usted ha 
dicho y las dificultades legales de que los funcionarios 
tienden a vincularse a un sitio. La vinculación a estos cen- 
tros tiene también algunas compensaciones que pueden 
explicar la permanencia de los funcionarios, no obstante 
los riesgos que se corren. No es fácil lograr esa movilidad 
y esa rotación pero, en todo caso, le agradezco mucho esa 
observación que me ha hecho. 

- DEL DIPUTADO SEÑOR ALVAREZ-CASCOS FER- 
NANDEZ (CP), SOBRE SUPUESTOS O CIRCUNS- 
TANCIAS QUE DEBEN DARSE PARA LA CREA- 
CION DE SECCIONES DE UNA AUDIENCIA PRO- 
VINCIAL FUERA DE LA CAPITAL DE UNA PRO- 
VINCIA 

- DEL DIPUTADO SENOR ALVAREZ-CASCOS FER- 
NANDEZ (CP), SOBRE POSIBILIDADES DE CREA- 
CION DE DOS SECCIONES DE LA AUDIENCIA 
PROVINCIAL DE ASTURIAS EN EL PARTIDO JU- 
DICIAL DE CIJON 

- DEL DIPUTADO SENOR ALVAREZ-CASCOS FER- 
NANDEZ (CP), SOBRE CREACION DE JUZGADOS 
DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION EN 
VILLAVICIOSA E INFIESTO, EN ASTURIAS 

- DEL DIPUTADO SENOR ALVAREZ-CASCOS FER- 
NANDEZ (CP), SOBRE SUPUESTOS O CIRCUNS- 
TANCIAS QUE DEBEN DARSE PARA LA CREA- 
CION DE UN PARTIDO JUDICIAL EN CUYA CAPI- 
TAL HABRA DE INSTALARSE UN JUZGADO DE 
PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
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- DEL DIPUTADO SEÑOR ALVAREZ-CASCOS FER- 
NANDEZ (CP), SOBRE CREACION DE UNA MACIS- 
TRATURA DE TRABAJO EN LANGREO (ASTU- 
RIAS) 

- DEL DIPUTADO SEÑOR ALVAREZ-CASCOS FER- 

TRATURA DE TRABAJO EN AVILES (ASTURIAS) 
NANDEZ (CP), SOBRE CREACION DE UNA MACIS- 

- DEL DIPUTADO SEÑOR ALVAREZ-CASCOS FER- 

DO DE VIGILANCIA PENITENCIARIA EN CIJON 
(ASTURIAS) 

NANDEZ (CP), SOBRE CREACION DE UN JUZGA- 

El señor PRESIDENTE: Vamos a continuar con el or- 
den del día. Tenemos siete preguntas presentadas por el 
Diputado señor Alvarez-Cascos Fernández. Atendiendo a 
los deseos del señor Diputado, vamos a ordenar estas sie- 
te preguntas de la siguiente manera. En primer lugar se 
verán las preguntas números 4.y 5, sobre supuestos o cir- 
cunstancias que deben darse para la creación de seccio- 
nes de una Audiencia Provincial fuera de la capital de una 
provincia y sobre posibilidades de creación de dos seccio- 
nes de la Audiencia Provincial de Asturias en el partido 
judicial de Gijón. A continuación veríamos las preguntas 
6 y 7, que hacen referencia a estas mismas cuestiones pero 
con relación a Juzgados de Primera Instancia e Instruc- 
ción. Posteriormente veríamos las preguntas 2 y 3, sobre 
creaciones de Magistraturas de Trabajo en Langreo y en 
Avilés. Y por Último, la pregunta sobre creación de un Juz- 
gado de Vigilancia Penitenciaria en Gijón. 

Por consiguiente, para desarrollar las preguntas núme- 
ros 4 y 5 que han sido leídas ya por la Presidencia, tiene 
la palabra el Diputado señor Alvarez-Cascos Fernández. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Si me lo 
permite, señor Presidente, quisiera comenzar dando las 
gracias a la Mesa de la Comisión por la diligencia con que 
han sido incluidas las preguntas y al señor Ministro por 
contestarlas. Creo que es de justicia que este Diputado 
haga estas consideraciones como testimonio de gratitud, 
en la misma medida en que en otros.casos en circunstan- 
cias similares no se producen en esta Cámara respuestas 
de las Mesas y del Gobierno como la que estoy comentan- 
do en estos momentos. 

Las preguntas son las que ha leído ya el señor Presiden- 
te y creo que su contestación en estos momentos adquie- 
ra especial relieve como información previa para los de- 
bates que ya se anuncian inminentes sobre la nueva ley 
de planta judicial. En el caso de las Audiencias Provin- 
ciales, es la propia ley la que establece la posibilidad de 
crear secciones fuera de la capital de la provincia. En este 
sentido creo que, antes de analizar --de ahí el hecho de 
que se hayan suscitado dos preguntas- las consideracio- 
nes concretas que merece a juicio del Gobierno la situa- 
ción del Partido Judicial de Gijón, es fundamental cono- 
cer las consideraciones de tipo general en virtud de las 
cuales el Gobierno entiende que la posibilidad reconoci- 
da por la ley puede ser de aplicación a casos concretos, 

para que, en función de esas condiciones objetivas que es- 
tablece el Gobierno, se pueda debatir si en este momento 
o en un futuro inmediato, dándose esas condiciones, se 
puede proceder de manera automática al desdoblamien- 
to de las secciones. 

A mi juicio, esas condiciones objetivas han de contem- 
piar al menos los siguientes aspectos: En primer lugar, la 
situación de la Audiencia Territorial existente. Es eviden- 
te que si estamos ante Audiencias con escaso volumen de 
trabajo resultaría poco presentable solicitar un desdobla- 
miento. Por el contrario, si el volumen de trabajo de una 
Audiencia Territorial en estos momentos se encuentra so- 
bresaturado, se darían las condiciones objetivas para la 
creación de nuevas secciones, para poder prever ese des- 
doblamiento que contempla la ley. 

En segundo lugar, creo que deben ser condiciones ob- 
jetivas en función del volumen de trabajo que genera el 
territorio en el cual se pretende implantar una sección. Y 
en tercer lugar, como yo creo que la ordenación de la nue- 
va planta judicial se hace precisamente para facilitar la 
aplicación de la justicia a los administrados, es necesario 
establecer condiciones en virtud de las cuales cualquier 
reorganización que se establezca se demuestre que obje- 
tivamente favorece a los administrados y no aumenta el 
número de sus problemas. 

En este sentido, señor Ministro, en el caso del desdo- 
blamiento que se solicita, por el que yo me intereso en la 
segunda pregunta de este bloque, se dan circunstancias 
como creo que pocas veces podrán darse para que si el Go- 
bierno acepta la posibilidad de que la ley se aplique en 
los términos en los que figura redactado el artículo 80 de 
la misma, promueva el desdoblamiento de la audiencia 
territorial, porque concurren los tres órdenes de aspectos 
que yo señalaba. 

En primer lugar, la situación de la Audiencia Territo- 
rial de Oviedo. Según los datos de que dispongo, y que 
proceden de las Memorias del Poder Judicial, relativas a 
la Audiencia de Oviedo, de los aiios 1984 y 1985, la Sec- 
ción Segunda de la Audiencia Provincial de Oviedo tenia 
pendientes de anteriores ejercicios 435 asuntos y 528, res- 
pectivamente. Prueba palpable de que no puede absorber 
el trabajo que le llega y de que su situación, en estos mo- 
mentos, es de colapso. El número de asuntos, en el últi- 
mo cuatrienio, ha supuesto un incremento de un 60 por 
ciento, registrándose el último año 1.007 aSÚntos, de los 
que 779 fueron de carácter penal y los 228 restantes de na- 
turaleza civil, dictándose 595 sentencias y autos resoluto- 
rios de recursos. Tal situación, señor Ministro, no sólo no 
va a mejorar, sino que el trabajo se verá incrementado 
con las apelaciones de los juicios de faltas, etcétera, lo que 
revela que el argumento funcional para la creación de 
más secciones se basa en datos objetivos. 

En segundo lugar, ¿cuál es la incidencia del partido ju- 
dicial de Gijón en la Secci6n Segunda? Ya me anticipo a 
afirmar que este partido judicial genera entre el 30 y 40 
por ciento de los asuntos a los que debe dedicar su aten- 
ción la Audiencia Provincial. De los datos de las Memo- 
rias, a los que ya aludf anteriormente, asf como de los ob- 
tenidos en los propios 6rganos respecto del primer semes- 



- 9393 - 
COMISIONES 3 DE MAYO DE 1988~NÚM. 272 

tre del año en curso, podemos afirmar que la Sección Se- 
gunda de la Audiencia Provincial de Oviedo, que es la que 
tiene las competencias sobre el partido judicial de Gijón, 
recibe de éste los siguientes asuntos: 390 sumarios; 153 re- 
soluciones penales; 312 sentencias civiles, en uno y otro 
caso apeladas. Pero el incremento notable de competen- 
cias -la práctica totalidad de las resoluciones de ámbito 
civil en grado de apelación y la atribución de la apelación 
penal en los juicios de faltas- hace verosímil que el par- 
tido judicial de Gijón provea a la Audiencia Provincial de 
asuntos que en su totalidad sobrepasarán la cifra de 1 .O00 
que, a su vez, excede en un 10 por ciento, como mínimo, 
el volumen total de los dos últimos años de cada una de 
las dos secciones que actualmente existen en Asturias. 

Los datos objetivos permiten justificar que sólo el par- 
tido judicial de Gijón desborda el número de asuntos que 
en estos momentos despachan cada una de las secciones 
de la Audiencia Provincial. Yo creo, por lo tanto, señor Mi- 
nistro, que existe volumen de trabajo suficiente en el par- 
tido judicial de Gijón como para que, ante una audiencia 
colapsada, se produzca el desdoblamiento para crear nue- 
vas secciones y que Bstas lo sean precisamente para con- 
templar aquel partido judicial que en si mismo tiene en- 
tidad, por volumen de trabajo, para ser sede de estas 
secciones. 

Al final, seiíor Ministro, son los ciudadanos los que se 
benefician de esta decisión. Utilizando medidas económi- 
cas, que yo creo que son las que se prestan a afirmar que 
son datos objetivos del interés del ciudadano, podemos 
decir que, contemplando el coste por kilómetro que auto- 
riza como gasto la legislación fiscal, cada persona por di- 
ligencia judicial a practicar ante la Seccidn Segunda de 
la Audiencia Provincial de Oviedo debe soportar un gasto 
por desplazamiento de 896 pesetas desde el punto más 
prbximo al partido judicial de Gijón, esto es, la ciudad ca- 
becera del partido, que se transforman en 2.176 pesetas 
por diligencia desde el extremo del partido judicjal. Si en 
lugar de un transporte privado se utiliza un transporte co- 
lectivo, se ahorrará en el traslado una quinta parte, sin 
embargo, la distancia urbana entre las estaciones y la 
sede de la Audiencia le supondrá al administrado un in- 
cremento del coste del transporte colectivo y, habida 
cuenta las horas hábiles para practicar licencias, lo ver- 
daderamente extraiio será que no tenga que complemen- 
tar su coste de desplazamiento con el de su comida o ma- 
nutencibn, independientemente del salario que puede lle- 
gar a dejar de percibir. 

Por consiguiente, seiior Ministro, la situación actual de 
ubicación geográfica de la Audiencia a un ciudadano del 
partido judicial de Gijón le supone un coste adicional por 
diligencia, con la actual demarcación, que oscila entre las 
1.500 y las 4.000 pesetas. Es frecuente que las vistas pe- 
nales se suspendan, y por ello al dicho coste directo, mul- 
tiplicado por los asistentes, inculpados, testigos, peritos 
y profesionales, se adicionará el indirecto de nuevas cita- 
ciones, emplazamientos, etcétera, además de generar pro- 
blemas de aplicación de plantillas en los Cuerpos y Fuer- 
zas de Seguridad, cuyos integrantes, normalmente testi- 
gos de la acusación, están abocados a perder la jornada 

desatendiendo el servicio normal de su destino. Por tan- 
to, yo creo, señor Ministro, que tampoco hay ninguna 
duda de que, desde el punto de vista de los administra- 
dos, esto les reportará notables ventajas económicas, y 
también desde el punto de vista del acercamiento de la 
justicia a los mismos. 

Creo que por esta triple conjunción de razones, en el 
caso de la pregunta por la que me intereso, estarfa abso- 
lutamente justificada la aplicación, en los términos en los 
que me he pronunciado en la misma, del artículo 80 de 
la Ley General del Poder Judicial. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, a continua- 
ción, el setior Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, como saben SS. SS., el Gobierno, en el 
último Consejo de Ministros, ha aprobado el proyecto de 
ley de demarcación y planta judiciales, con el propósito, 
en el primer caso, de crear una geografía judicial y, en el 
segundo, de la planta, de introducir el número de órga- 
nos judiciales que permitan un correcto funcionamiento 
de la administraci6n de justicia, poniendo fin así a lo que 
durante mucho tiempo -no voy a decir ahora cuánt- 
ha sido una situación de crónico déficit, no solamente ya 
de órganos jurisdiccionales, sino también de los titulares 
de los mismos. 

Se trata de incorporar al proyecto de ley una solución 
no solamente a corto, sino a medio y a largo plazo, de ma- 
nera que, aunque el proyecto prevé su revisión para su au- 
torización, las cifras que en el mismo se contienen sean 
capaces de afrontar los posibles incrementos y decreci- 
rnientos que se puedan producir en el curso de los próxi- 
mos años en toda España. 

Como es lógico, con este mismo planteamiento se han 
previsto la demarcación y la planta judiciales de Asturias. 
Luego hablaremos de demarcación cuando entremos en 
rl segundo bloque de preguntas, las que hacen referencia 
a juzgados de primera instancia e instrucción. Ahora so- 
bre la planta quiero decirles lo siguiente, y en concreto al 
Diputado señor Alvarez-Cascos. 

En la actualidad Asturias tiene en total, comprendien- 
do todos, 63 órganos jurisdiccionales. Si el proyecto de 
ley de planta es aprobado por las Cámaras y se convierte 
:n ley, Asturias pasará a tener 77 órganos jurisdicciona- 
les; habrá un crecimiento, por lo tanto, de 14 órganos ju- 
:isdiccionales. Hablo de órganos, porque en cada uno de 
los mismos hay varias personas, varios funcionarios, va- 
-ios magistrados, jueces, fiscales, etcétera. Esto quiere de- 
:ir que la mejora que va a experimentar Asturias con la 
ey de planta y demarcación va a ser una mejora notable, 
I yo creo que va a poder resolver todas sus necesidades 
krante bastante tiempo, a lo que tendría que añadir que, 
3or supuesto, esta mejora se produce también en cuanto 
I la Audiencia Provincial, en cuanto al número de seccio- 
ies de la Audiencia Provincial, que se incrementan no sólo 
ia para sacar los retrasos que pueda haber en este mo- 
nento en la Audiencia en Oviedo, sino para poder implan- 
ar, el dfa de maiiana, el jurado. 
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Dicho esto, tengo que reconocer que los datos que ha 
dado el Diputado señor Alvarez-Cascos son reales, lo re- 
conozco y me parece que ha hecho un correctísimo plan- 
teamiento de lo que es la pretensión, por otra parte per- 
fectamente legítima, puesto que está reconocida como po- 
sible en el artículo 80 de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, de que se establezca una Sección de la Audiencia Pro- 
vincial que tenga su sede en Gijón y que abarque a ese 
partido judicial. 

Señoría, en este momento, el proyecto no contempla esa 
posibilidad. Realmente, en ninguna ocasión hace USO de 
la posibilidad que figura en el artículo 80 de la creación 
de secciones de la Audiencia Provincial para un territorio 
inferior al correspondiente a la provincia. No lo hace en 
ese caso ni en ninguno de los otros en que también se ha- 
bía formulado una pretensión muy parecida, referente a 
otras provincias. 

¿Por qué inicialmente -y sin perjuicio de lo que en el 
futuro pueda ocurrir, porque, señor Alvarez-Cascos, al Go- 
bierno se le reconoce en la ley la posibilidad de hacer uso 
de esa facultad del artículo 80 -  el proyecto no contem- 
pla esa posibilidad, no la prevé? Porque inicialmente ha 
parecido que era muy conveniente la concentración de las 
secciones en una única y misma sede, por una multiplici- 
dad de factores y de ventajas. Cuando la distancia entre 
las poblaciones es tan reducida como lo es en el caso de 
Oviedo y Gijón y, además, cuando se trata de ciudades 
tan magníficamente comunicadas, respecto a las ventajas 
que tiene la concentración, me gustaría que de la misma 
manera que yo he reconocido la objetividad de sus datos, 
S .  S .  también reconociera la objetividad de los que yo le 
voy a dar, si le parece correcto. Entre las ventajas, unas 
afectan al orden estrictamente juridisccional: la concen- 
tración de jueces y magistrados en un mismo lugar re- 
suelve definitivamente problemas que muchas veces son 
el origen de esas suspensiones a las que S .  S .  ha hecho re- 
ferencia, enfermedades, ausencias, viajes, vacaciones, per- 
misos, etcétera. En esa situación, quizá no se produce la 
necesidad de tener que suspender las actuaciones, si se fa- 
cilitan las suplencias, las sustituciones entre jueces y ma- 
gistrados. Y eso es posible en la medida en que estén des- 
tinados en el mismo lugar. 

Por otra parte, eso que vale decirlo para jueces y ma- 
gistrados, también se puede decir en los casos de los 
miembros del Ministerio Fiscal, ya que a los señalamien- 
tos que se produzcan en la sede de la Audiencia Provin- 
cial habrán de añadirse los que cada vez con más frecuen- 
cia se produzcan en la capitalidad de los correspondien- 
tes juzgados de instrucción, donde también se celebra un 
número importante de juicios penales; es decir, concreta- 
mente en los juzgados de instrucción de Gijón se celebran, 
y en el futuro se celebrarán más, juicios penales. Pues 
bien, conviene que los miembros del Ministerio Fiscal 
puedan atender todas las obligaciones que se generen en 
la capitalidad de la Audiencia provincial y una excesiva 
dispersión de las mismas podría tener bastantes pro- 
blemas. 

Por otro lado, existen otras ventajas a favor de la con- 
centración. El funcionamiento de la justicia penal cada 

vez está más conectado a otros servicios que son comple- 
mentarios. Cada vez se concibe peor un correcto funcio- 
namiento de la justicia penal si no va acompañado de un 
correcto funcionamiento de la red penitenciaria, de la red 
asistencial. Si hacemos una excesiva dispersión se nos 
pueden crear problemas en cuanto al montaje de esa red 
penitenciaria, asistencial, que debe complementar lo que 
es el funcionamiento jurisdiccional de las Audiencias Pro- 
vinciales, es decir, de los tribunales de lo penal. 

Incluso puede haber razones -aunque reconozco que 
quizá no sean invocables en este caso, señoría- vincula- 
das a la conveniencia de que se tengan en cuenta los in- 
tereses de los profesionales, abogados y procuradores. In- 
sisto en que a lo mejor aquí no cabe decirlo, y por eso me 
he anticipado, pero en otros casos no cabe duda de que 
ésta es una razón que puede ser perfectamente invocada. 

En sintesis -y con esto contestaría, señor Alvarez-Cas- 
cos- en principio el proyecto de ley no prevé esa posibi- 
lidad. Reconozco que los datos que ha dado S .  S. son ob- 
jetivos pero le ruego que los ponga al lado de los que yo 
le he suministrado en esta respuesta. En todo caso, lo que 
no puede afirmarse en este momento es que si en un fu- 
turo indeterminado, distinto al momento en que tiene lu- 
gar esta comparecencia, cambiaran las circunstancias y 
se pusiera de manifiesto la necesidad o la mayor conve- 
niencia de crear esa sección no pudiera hacerse, pero por 
ahora el proyecto no incorpora esta posibilidad por las ra- 
zones que le he dicho. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Al- 
varez-Cascos, para réplica, por tiempo de cinco minutos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor Mi- 
nistro, puesto que su comparecencia de hoy tiene un ca- 
rácter informativo, previo al debate que se va a producir, 
ya que después de presentadas las preguntas hemos teni- 
do noticias de la aprobación por el Consejo de Ministros 
del proyecto de ley de planta y demarcación y su remi- 
sión a estas Cortes, a mí me gustaría que este debate fue- 
ra sosegado. Se lo digo, porque en este momento en As- 
turias las actuaciones del Gobierno central, en muchos ca- 
sos -permítame que se lo diga- han sido auténticas pro- 
vocaciones. Por tanto, a mí me gustaría que el sosiego pre- 
sidiera las decisiones del Gobierno. He dicho que tal vez 
las cosas no se consideran en este momento pero se con- 
sideren en su día. Estoy convencido, señor Ministro, de 
que el tema de la Audiencia Provincial se resolverá favo- 
rablemente, porque incluso me va a permitir que, acep- 
tando sus razonamientos, le diga con satisfacción que ha 
dado los argumentos complementarios de los que yo es- 
grimía para reforzar la tesis en favor de la Audiencia en 
Gijón. 

Creo que sería mucho más oportuno que S .  S. se esfor- 
zara en su sensibilidad para conocer cuál es la situación 
de muchos temas, pero en particular del que es de su com- 
petencia, y se resolviera en estos momentos cuando las ra- 
zones son lo suficientemente poderosas como para que lo 
único que suceda con el paso del tiempo sea que los que 
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defendemos las tesis que inplícitamente se contienen en 
mis preguntas nos carguemos de razón. 

Señor Ministro, efectivamente hay que pensar en la me- 
jora de los ciudadanos, lo que Ocurre es que los procesos 
de descentralización tratan de que esa mejora no sea un 
valor medio, un valor por el cual se piense: como hay en 
toda Asturias un aumento de 14 órganos jurisdiccionales, 
se supone que Asturias, en términos medios, tiene una im- 
portante mejoría, que yo le reconozco, lo que ocurre es 
que cuando las medias se aplican a los ciudadanos con- 
cretos, con nombres y apellidos, no siempre se puede pro- 
ducir el reparto de esa mejoría con carácter homogéneo. 
Yo le estoy invitando a que analice -y en el próximo de- 
bate insistiremos, en un escalón inferior, en este mismo 
aspect- y contemple el Ministerio esa mejoría no como 
un valor estadístico a nivel provincial sino como una me- 
joría objetiva y homogénea para todos los ciudadanos de 
una región, en este caso Asturias, aunque probablemente 
en un futuro inmediato tenga que atender las mismas su- 
gerencias en otras regiones españolas. Porque es la oca- 
sión de diseñar esa nueva planta y esa nueva demarca- 
ción, sin perjuicio de que en un momento determinado 
las razones presupuestarias pueden exigir un acompasa- 
miento. Pero es el momento de decidir este diseño y cual- 
quier cosa que se haga en base a esa competencia que se 
le reconoce al Gobierno creo que no sería tan adecuado 
ni tan oportuno ni demostraría esa sensibilidad que en 
este momento invito al señor Ministro de Justicia a apli- 
car para poner el termómetro en los argumentos que es- 
tamos esgrimiendo y para tomar la decisión en este trá- 
mite, que a mí me parece que es el más importante. 

Señor Ministro, le decía que ha dado un gran argumen- 
to en favor de mis tesis. Dice S .  S .  que Gijón y Oviedo son 
dos ciudades en las que hay una enorme facilidad de co- 
municación. Señor Ministro, si la hay para todos los ciu- 
dadanos de Gijón que se desplazan a Oviedo, sean los pro- 
fesionales o sean los administrados, con mucha más ra- 
z6n 'la tienen los señores magistrados, en virtud de cuyo 
proceso de sustitución se pueden obtener esas ventajas. 
Es mucho más fácil desplazar a dos o tres personas que 
desplazar a miles de ellas. Señor Ministro, la razón de las 
comunicaciones es una más en favor de la descentraliza- 
ción de los órganos judiciales asturianos a lo largo y a lo 
ancho de la geografía. Repito, señor Ministro, que creo 
que su argumento hoy es bien recibido -desde luego, lo 
es por mí- por todos los que en este momento defienden 
estas tesis, que pienso que van a suscitar la inmensa una- 
nimidad de los responsables asturianos, porque incluso, 
señor Ministro, los abogados y los procuradores, están 
perfectamente en sintonía con estas aspiraciones y creo 
que son los que están preparando estos estudios. Los da- 
tos no son míos personales, son del Colegio de Abogados 
y lo suficientemente solventes como para que se puedan 
aceptar. Creo que las razones que he dado siguen siendo 
válidas después de sus palabras. Por eso, creyendo que los 
argumentos que ha dado S .  S . ,  si se utilizan justamente, 
por el fondo de la cuestión que plantean refuerzan la te- 
sis de la posibilidad de la aplicación del artículo 80.2, en 
el caso de la descentralización de la Audiencia Provincial 

de Oviedo, señor Ministro, insisto una vez más en invitar 
a la sensibilidad de este Gobierno a que en el tema judi- 
cial despache, sin debate y sin tensiones, lo que yo creo 
que es una aspiración que resolverá ese aspecto de mejo- 
ra que S .  S .  reconocía en cuanto a los órganos jurisdic- 
cionales de Asturias, de forma que dicha mejora la pal- 
pen de manera homogénea todos y cada uno de los ciu- 
dadanos del Principado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ministro. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, si algún criterio ha presidido, 
le puedo decir que casi de una manera obsesiva, la elabo- 
ración del proyecto de ley de demarcación y planta judi- 
ciales ha sido el criterio de la objetividad, es decir, pro- 
poner una demarcación y una planta cuya bondad sea 
contrastable empíricamente, sea perfectamente razona- 
ble, responda a criterios rigurosamente objetivos, prescin- 
diendo de otro cúmulo de.factores o de razones que, no 
solamente en España sino fuera de España, suelen incidir 
en el momento en que cualquier Gobierno se plantea la 
reforma del mapa o de la planta judiciales. Esto ha ocurri- 
do en todos los territorios de las comunidades autónomas 
y, por supuesto, también en el caso de Asturias. Es posi- 
ble que, a pesar de haber estado, como he dicho, excesi- 
vamente preocupados por la objetividad, por la contras- 
tabilidad de las cifras, de los datos, de los criterios, haya 
podido haber alguno que se nos haya escapado. Eso no 
puedo negarlo, porque sería incurrir en un dogmatismo 
del que trato de huir en todo momento. Por consiguiente, 
será necesario tener en cuenta todos los argumentos que 
ha utilizado el Diputado señor Alvarez-Cascos para ver si 
el criterio que maneja el proyecto de ley es o no correcto. 

Le puedo decir que, en el caso concreto del partido ju- 
dicial de Gijón, me alegra que S. S .  haya reconocido, coin- 
cidiendo conmigo, que en Asturias se produce una mejo- 
ra general, lo que ocurre es que el señor Alvarez-Cascos 
dice que no se produce homogéneamente, si le interpreto 
bien, en el sentido de afectar por igual a todos y cada uno 
de los partidos judiciales. En contestación a eso, le puedo 
decir, señor Alvarez-Cascos, que también el partido judi- 
cial de Gijón experimenta una mejora muy notable en 
cuanto a órganos judiciales. Cuando pueda, examine la 
ley de planta y lo comprobará. Hay un incremento muy 
notable en el número de juzgados. Eso quiere decir que 
la primera instancia en Gijón va a estar mucho mejor 
atendida de lo que está en la actualidad. La discrepancia 
se produce exclusivamente -entiend- respecto de la 
sede de la Audiencia Provincial, en torno a la cual no ten- 
dría más que reproducir los argumentos que antes he uti- 
lizado, que ya me he dado cuenta que incluso son utiliza- 
dos por S .  S .  para llegar a una conclusión completamen- 
te contraria. 

El proyecto va en ese sentido. Yo creo que en el curso 
del debate parlamentario habrá que tener en cuenta to- 
das las razones que S .  S .  y los demás Diputados puedan 
invocar, pero estoy en condiciones de afirmar que la so- 
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lución que incorpora el proyecto se encuentra basada y 
fundamentada, como decía al principio de eSta réplica, en 
razones muy objetivas, muy rigurosas, que han puesto por 
encima de todo, desde luego, el propósito de que los ciu- 
dadanos, también los del partido judicial de Gijón, pue- 
dan recibir una administración de justitica notablemente 
mejor, en cuanto a su rapidez y en cuanto a su funciona- 
miento, que la que en este momento reciben. 

El señor PRESIDENTE: Para desarrollar las preguntas 
números 7 y 6, sobre supuestos o circunstancias que de- 
ben darse para la creación de un Partido Judicial, en cuya 
capital habrfa de instalarse un Juzgado de ,Primera Ins- 
tancia e Instrucción, y sobre creación de Juzgados de Pri- 
mera Instancia e Instrucción en Villaviciosa e Infiesto, en 
Asturias, tiene la palabra el Diputado señor Alvarez-Cas- 
COS Fernández. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Efectiva- 
mente, en este caso mi interés va dirigido a completar ese 
mapa de la estructura judicial ‘asturiana, con la creación 
de dos nuevos Partidos Judiciales: en Piloña, con capital 
en Infiesto, y en Villaviciosa. En ambos casos, creo que es 
importante analizar las razones de interés general antes 
que las razones concretas. Por eso, la primera parte de la 
pregunta dirigida al Gobierno pretende conocer los crite- 
rios mínimos con los que han actuado los autores del pro- 
yecto a la hora de establecer la demarcación de los dis- 
tintos Partidos Judiciales en el territorio español, y muy 
concretamente en el Principado, porque creo que es una 
pena que haya faltado ese punto de acuerdo para comple- 
tar un mapa judicial conforme con lo que el propio Con- 
sejo de Gobierno del Principado de Astunas ha remitido, 
de acuerdo con las competencias que la propia ley le se- 
ñala a la hora de informar o participar en la organización 
de la demarcación judicial. 

Aquí se introduce, señor Ministro, un elemento distinto 
y nuevo con relación a lo que argumentaba en el caso an- 
terior. Ya no es la sugerencia de un Diputado que repre- 
senta a un Grupo de la oposición sino, en este caso con- 
creto, el traslado al propio Gobierno central de lo que son 
unas aspiraciones municipales de ayuntamientos de muy 
distinto signo y una valoración conjunta de las mismas 
por parte del Gobierno del Principado que, a su vez, ha 
rectificado en el año 1986 su primera propuesta del año 
1985, dando pruebas de esa sensibilidad, que yo creo que 
falta en estos momentos, para rematar un buen proyecto 
de demarcación y planta de Asturias. 

Señor Ministro, creo que también hay un cúmulo de ra- 
zonts a favor de contemplar en el proyecto de ley la crea- 
ción de estos dos partidos judiciales, el que tiene su capi- 
talidad en Infiesto y el que podría tener su capitalidad en 
Villaviciosa. En ambos casos, señor Ministro, estamos 
ante dos partidos judiciales cuya creación se remonta 
muy ampliamente en el tiempo. En el caso del partido ju- 
dicial de Piloña, desde la Constitución de 18 12 y en el caso 
de Villaviciosa, también desde la Constitución de 1812, 
aunque ya desde que el Rey Alfonso X el Sabio otorgó su 
carta a Puebla en el siglo XIII, con organización judicial, 

se contenían normas, que se mantuvieron a lo largo de 
los siglos, con sus merinos, alcaldes, regimientos, escriba- 
nías, etcétera, para que radicaran en el partido judicial 
de Villaviciosa. Fue en el año 1969-1970 cuando se pro- 
dujo la supresión. Es decir, ambos partidos judiciales so- 
brevivieron a todos los avatares del siglo XIX, incluso de 
comienzos del siglo XX, y yo creo, señor Ministro, que es 
bueno en determinados momentos entroncar con la pro- 
pia tradición, porque en la tradición de las cosas está tam- 
bién la sensibilidad de las personas, de los administrados. 

En segundo lugar, me parece que las razones más po- 
derosas son de carácter territorial, geográfico y de comu- 
nicación, razones a las que antes el señor Ministro pare- 
cía especialmente sensible. Quizá resulta difícil, a veces, 
esgrimir este tipo de razones cuando no se puede hacer el 
traslado de las pruebas sobre el propio terreno, que es 
como mejor se puede comprobar la fuerza de las afirma- 
ciones que en este caso estoy haciendo en favor de la crea- 
ción de estos dos partidos judiciales. Ambas son dos co- 
marcas naturales, una la que sigue el curso de un valle, 
el río Piloña, y otra la que recoge y acoge a todos los mu- 
nicipios de la plataforma costera. Le voy a dar unos da- 
tos en kilómetros que son especialmente significativos, si 
el señor Ministro, como supongo que conoce perfectamen- 
te, es capaz de trasladar lo que significan kilómetros en 
Asturias a tiempos de recorrido. Actualmente, la propues- 
ta que mi Grupo político defiende para la creación de es- 
tos partidos judiciales significaría que el municipio de Ca- 
branes, en el supuesto de incorporarse la capitalidad a Vi- 
Ilaviciosa, distaría 8 kilómetros de la nueva sede del Juz- 
gado de Primera Instancia; el de Colunga, 15 kilómetros 
y el de Caravia, 27. 

En la propuesta del Gobierno -si es la que yo conozco 
y creo que sí- el municipio de Colunga distaría de Gijón 
45 kilómetros, luego, multiplicaría por 3 la distancia de 
la demarcación que yo estoy defendiendo; Carabia dista- 
ría de Gijón 60 kilómetros, con lo que duplicaría su dis- 
tancia en relación a la propuesta que defiendo; y Cabra- 
nes, por ejemplo, en relación con Cangas de Onís, que es 
el partido judicial al que está adscrito en su proyecto, se- 
ñor Ministro, vería multiplicada por 8 la distancia con 
respecto a la propuesta de demarcación que yo estoy de- 
fendiendo. Hay que entender que cuando se habla de 
45 kilómetros o de 60 kilbmetros en Asturias se está ha- 
blando de horas de recorrido y no de minutos o de cuar- 
tos de hora. Creo que los tiempos de los desplazamientos, 
señor Ministro, juegan muy fuertemente en favor de mul- 
tiplicar la demarcación judicial, de la misma manera que 
ha hecho el Gobierno en la zona occidental de Asturias, 
siendo sensible a los mismos argumentos para completar 
una buena demarcación en la zona oriental de Asturias. 

Hay razones políticas que estoy seguro que S. S. cono- 
ce, porque no tengo ninguna duda de que los ayuntamien- 
tos respectivos habran hecho llegar de una u otra forma 
a su Ministerio los acuerdos municipales en virtud de los 
cuales respaldan la demarcación que yo en estos momen- 
tos estoy reivindicando y que no es la que se recoge en el 
proyecto de ley del Gobierno. 

Hay también unas importantes razones de técnica ju- 
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dicial y es que los actuales juzgados de distrito de Villa- 
viciosa y de Infiesto son de los que mayor volumen de tra- 
bajo generan y de los que mejor están desempeñando ese 
volumen de trabajo a satisfacción de los ciudadanos. Eso 
quiere decir que estamos ante casos en los que los pro- 
pios ciudadanos, lo mismo que los profesionales, van a 
percibir con mucha más sensibilidad la pérdida -dentro 
de ese proceso general de ventajas de Asturias- de nivel 
de atención por parte de las nuevas estructuras judiciales 
que se plantean. Creo que hay que tener cierta legitima- 
ción moral para hacer las reivindicaciones, y en estos ca- 
sos yo creo que el señor Ministro también tiene que tener 
constancia de los esfuerzos que los ayuntamientos respec- 
tivos están dispuestos a hacer para colaborar con el Mi- 
nisterio de Justicia en el restablecimiento de una admi- 
nistración de justicia que sirva a los ciudadanos. Creo que 
hay que resaltar, señor Ministro, los esfuerzos que tanto 
el Ayuntamiento de Villaviciosa como el de Infiesto están 
haciendo y están dispuestos a hacer con gran sacrificio 
económico en unos momentos en que las arcas municipa- 
les se encuentran comprometidas y endeudadas para co- 
laborar poniendo locales y medios al servicio de la pro- 
pia administración de justicia, con objeto de estimular al 
Ministerio a decidirse por la creación de este juzgado. 
Quiero llamar especialmente la atención hasta qué nivel 
de detalle está dispuesto a hacer un esfuerzo un ayunta- 
miento como es el de Infiesto, que ha tomado el acuerdo 
siguiente. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego a S .  S .  que vaya 
terminando. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Estoy ter- 
minando, señor Presidente. 

Poner a disposición del juzgado el servicio de radiote- 
léfono de que dispone el ayuntamiento e igualmente equi- 
par $1 mismo con una centralita en los locales judiciales, 
si resultara coveniente; ofertar la máxima colaboración 
al juzgado y sus funcionarios, poniendo a su disposición 
una terminal del ordenador municipal. En este momento 
están por delante respecto al desarrollo de la informática 
en su Ministerio, señor Ministro; un ayuntamiento quiere 
ir por delante de sus proyectos informatizadores. Quizá 
fuera bueno que se recogieran a nivel general propuestas 
de esta naturaleza; incluso existe una orferta de vehícu- 
los municipales. El detalle es lo de menos, señor Minis- 
tro, lo verdaderamente importante es lo que unas corpor- 
ciones, que no disponen de recursos abundantes, están 
dispuestas a hacer para contribuir a la mejora de la jus- 
ticia en España y a la mejora de la justicia en Asturias. 

Estos son los argumentos. Vuelvo a invitar a la sensi- 
bilidad del Gobierno a hacerse eco de los mismos en este 
trámite importante e inminente del debate de la ley de 
planta y demarcaci6n judicial. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 

Me he alegrado oír en el inicio de su intervención al se- 
ñor Alvarez-Cascos que la demarcación judicial que el 
proyecto de ley prevé y que él conoce es una buena de- 
marcación judicial para Asturias y que en su plantea- 
miento tiene como único error la no conversión en parti- 
do judicial de los dos actuales distritos de Infiesto-Piloña 
y Villaviciosa. En lo que significa de reconocimiento de 
la bondad del proyecto lo celebro y me alegra pro- 
fundamente. 

Efectivamente, la demarcación judicial de Asturias 
-antes he hablado de la planta y ya dije que iba a ha- 
blar después de la demarcación- experimenta yo creo 
que una notable mejora. En la actualidad Asturias tiene 
12 partidos judiciales. En el proyecto de nueva demarca- 
ción tendrá 16 porque a los 12 actuales se añadirán los 
partidos judiciales de Langreo, Tineo, Castropol y Pravia. 
No se convierten en partidos judiciales los distritos de In- 
fiesto-Piloña y Villaviciosa y veremos por qué. Pero antes 
de decir el porqué, tengo que coincidir también con el se- 
ñor Alvarez-Cascos en la valoración de lo que significan 
las propuestas que han hecho las distitnas comunidades 
autónomas que han querido hacerlo, y en este caso con- 
creto la importancia de las propuestas formuladas por el 
Gobierno del Principado. También coincido con él en la 
valoración que ha dado a la tradición en cuanto a la eli- 
minación de los partidos judiciales. Tanta importancia se 
ha concedido en el proyecto a la tradición, señoría, que 
no se ha suprimido ni un solo partido judicial de España: 
por el contrario, se han creado un número importante de 
partidos judiciales. No ha habido ni una sola comunidad 
autónoma en el seno de la cual se haya procedido a la su- 
presión de un partido judicial, aunque había algunas ra- 
zones que podrían haber explicado una medida de esa na: 
turaleza. El peso de la tradición y de la historia ha hecho 
que se conserve la totalidad de los partidos judiciales. 

La demarcación se hace desde la perspectiva de que no 
disponemos de unos medios ilimitados, que estamos ma- 
nejando unos recursos que en todo caso son limitados y 
hay que tratar de manejarlos de la mejor forma posible, 
con la mayor racionalidad posible. Y uno de los criterios 
que hemos manejado ha sido el de desaconsejar -aunque 
no se ha conseguido en todos los casos, se lo reconozco- 
los partidos judiciales que tienen un solo órgano porque 
tiene muchos inconvenientes. En el caso concreto de los 
dos partidos judiciales que pretende S. S., lo cierto es que 
hay unos datos que tienen un peso extraordinario. Se los 
voy a dar, aunque sin duda S. S. los conoce. 

Villaviciosa es un distrito que en la actualidad, como 
sabe perfectamente mejor que yo, pertenece al partido ju- 
dicial de Gijón. ¿Qué carga de trabajo tiene Villaviciosa? 
¿Está justificado objetivamente que el distrito de Villavi- 
ciosa se convierta en partido judicial? Eso, entre otros fac- 
tores, depende también de la carga de trabajo. De la mis- 
ma manera que no pondríamos un colegio donde no hu- 
biese menores ni un hospital donde no hubiese una nece- 
sidad, no parece lógico que se ponga un órgano jurisdic- 
cional allí donde no haya una razonable carga de traba- 
jo. En 1986 la totalidad de las sentencias dictadas en lo 
civil por el Juzgado de Distrito de Villaviciosa fue de 27. 
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Es una cifra muy baja, me gustaría que S .  S .  lo compren- 
diese. Y en el ámbito de lo penal, las sentencias dictadas 
fueron 208. Es una carga de trabajo muy inferior a la que 
en otros distritos que se han convertido en partido judi- 
cial se hace en uno o dos meses; es una carga de trabajo 
muy reducida. 

En el caso de Infiesto-Piloña, que es un distrito que per- 
tenece en la actualidad al partido judicial de Cangas de 
Onís, las cifras todavía son más bajas: la carga de traba- 
jo para 1986 es más baja, porque las sentencias dictadas 
en lo civil fueron 23 y en lo penal fueron 168. 

Crear un partido judicial significa, aparte de las insta- 
laciones materiales, establecer un juez, un secretario, 
unos miembros del Ministerio fiscal, oficiales, auxiliares 
y agentes, etcétera, para qué voy a detallar algo que es ob- 
vio. Yo creo que con estas cargas de trabajo, que no ha 
sido el único elemento pero sí en todo caso un elemento 
a tener en cuenta, no se justificaba la conversión del dis- 
trito en partido judicial. 

Exclusivamente éstas han sido las razones, señoría, por 
las que, a diferencia de lo que ha ocurrido con otros cua- 
tro distritos sí convertidos en partido judicial, no ha pa- 
recido procedente hacerlo así en los casos de infiesto-Pi- 
loña y Villaviciosa. 

El señor PRESIDENTE: Señor Alvarez-Cascos, yo le ro- 
garía la máxima brevedad, dado que, al estar ya en la Cá- 
mara el proyecto de ley de demarcación y planta, S .  S .  
sin duda ninguna va a presentar enmiendas pidiendo lo 
que es objeto hoy de sus preguntas. Por consiguiente, ten- 
drá ocasión en la defensa de sus enmiendas de exponer 
en Ponencia y en Comisión todos los argumentos que ten- 
ga. Tiene la palabra para replicar, si así lo desea, al señor 
Ministro de Justicia. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Sus argu- 
mentos no me resultan extraños, y evidentemente espero 
con satisfacción ese debate. Lo que ocurre es que en ese 
momento probablemente no tenga la ocasión de conocer 
tan de cerca las opiniones del Gobierno, a través del se- 
ñor Ministro, que son las que tengo la impresión de que 
van a pesar decisivamente. 

Señor Ministro, vuelvo a escuchar con satisfacción ar- 
gumentos que complementan los que yo manifestaba con 
anterioridad, porque yo tengo los datos de todos los juz- 
gados de distrito de Asturias, y si el señor Ministro en este 
momento aceptara el compromiso de incluir Infiesto y Vi- 
llaviciosa si tuvieran más asuntos que uno solo cualquie- 
ra de los juzgados de distrito elevados al rango de juzga- 
dos de primera instancia, el debate estaba zanjado. 

Señor Ministro, yo le pedía condiciones objetivas, por- 
que creo que las condiciones hay que aplicarlas a todos, 
y por el argumento que ha invocado el señor Ministro ten- 
dría que suprimir otros juzgados de primera instancia, en 
Asturias y fuera de Asturias. Yo no estoy pidiéndole que 
lo haga, lo que estoy es pidiéndole que incluya a Villavi- 
ciosa y a Infiesto con el mismo nivel de éxigencias -si 
quiere usted los datos de volumen de trabajo los tengo, 
juzgado de distrito por juzgado de distrit-, para demos- 

trar, como he dicho a lo largo de mi intervención, que son 
de los que tienen un volumen de trabajo mayor, exclui- 
dos evidentemente los correspondientes a los grandes mu- 
nicipios de la zona central de Asturias. 
Yo me permito decirle simplemente, señor Ministro, 

que el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias, en 
cumplimiento de lo establecido en la propia ley -artícu- 
lo 35- y de lo previsto en el Estatuto de Autonomía, ha 
remitido, después de un proceso de debate interno en As- 
turias y de rectificaciones importantes, lo que en estos 
momentos (y, repito, la distancia para el punto de acuer- 
do es muy pequeña) es la aspiración genérica de toda As- 
turias, y llamo a su sensibilidad para que la acepte. 

Piense que la propuesta que en este momento se le hace 
desde Asturias significaría crear en el oriente de la Comu- 
nidad unos partidos judiciales homogéneos, cada uno de 
los cuales atendería (curiosamente la cifra coincide) a un 
conjunto del orden de 22.000 ciudadanos. Si uno analiza 
el proyecto de ley desde el punto de vista de homogenei- 
zar la capacidad de atención de los ciudadanos afectados 
por la administración de justicia, convendrá que desde 
ese punto de vista la propuesta que se le hace, también 
por razones objetivas, es mucho más homogénea y conec- 
ta con el sentir popular. Además, señor Ministro, permí- 
tame que le diga, alguno de estos ayuntamientos, como 
el de Infiesto, tradicionalmente suelen ser excluidos, para 
una serie de ventajas, de la zona oriental de Asturias. Cu- 
riosamente ahora, para un tema en el que podrían apli- 
carse los mismos principios, queda englobado en aquello 
que para él es un perjuicio. 

Me parece, repito, que falta ese punto de sensibilidad, 
que es una pena que haya tan pequeña distancia entre el 
acuerdo y el desacuerdo de la Comunidad autónoma y el 
Gobierno, y yo espero que a lo largo del proceso de deba- 
te de la ley, efectivamente, como se ha dicho, se pueda 
propiciar pausada y sosegadamente ese acuerdo que yo 
desde luego estoy deseando. 

El señor PRESIDENTE: A continuación tiene la pala- 
bra el señor Alvarez-Cascos para desarrollar las pregun- 
tas números 2 y 3, sobre creación de una Magistratura de 
Trabajo en Langreo (Asturias) y creación de una Magis-. 
tratura de Trabajo en Avilés (Asturias). Le ruego a S .  S .  
que tenga en cuenta el argumento anteriormente dado, y 
esté convencido de que el Grupo Socialista en la Comi- 
sión le trasladará uin extenso)) los argumentos del Go- 
bierno. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor Mi- 
nistro, yo no voy a consumir en este tema el primer tur- 
no. Me conformo con los cinco minutos que me corres- 
ponden como réplica agrupando estas dos preguntas, lo 
cual ya facilita la economía de tiempo en este debate. 

A mí me interesa conocer si el Gobierno está dispuesto 
a apoyar la creación de una Magistratura de Trabajo en 
Avilés, el tercero de los municipios de Asturias en sí mis- 
mo (no hablo de su comarca) que alcanzaría un peso ma- 
yor, el tercero de los municipios en orden a su importan- 
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cia geográfica, y lo mismo en Langreo, dada la importan- 
cia demográfica del Valle del Nalón. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Alvarez-Cascos 
por su brevedad y por atender la recomendación de la 
Presidencia. 

Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, yo también seré breve. 

También en este punto, es decir, en lo que hace refe- 
rencia al orden laboral, Asturias experimenta una nota- 
bilísima mejora en cuanto a la planta. En la actualidad, 
señorías, es de 8 el número de Magistraturas de Trabajo 
que hay en el territorio de esa Comunidad autónoma, y 
tienen su sede en Oviedo, Gijón y Mieres. Pues bien; si el 
proyecto se aprueba en los términos en que está concebi- 
do y aprobado por el Consejo de Ministros, Asturias pa- 
sará a tener 13 juzgados de lo social; es decir, tendrá un 
crecimiento del 62,s por ciento. También aquí, señoría, 
me parece que no tendrá más remedio que reconocer que 
los ciudadanos de Asturias experimentan una notabilísi- 
ma mejora. En principio, esas 13 magistraturas se situa- 
rfan 7 en Oviedo, 5 en Gijón y 1 en Mieres. No habría, 
pues, alteración en cuanto a las sedes actuales, pero sí un 
incremento de los juzgados. 

Esas son la previsiones del proyecto que, por cierto, 
coinciden plenamente con el informe del Consejo General 
del Poder Judicial, que no propone la creación de juzga- 
dos de lo social ni en Avilés ni en Langreo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Alvarez-Cascos, para ré- 
plica tiene la palabra. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: A mí en 
este caso me parece una obviedad afirmar que una distri- 
bución de 7 juzgados de lo social en Oviedo, 5 en Gijón y 
1 en Mieres está reclamando a gritos un acto de sensibi- 
lidad por parte del Gobierno. No se lo pido al Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial, porque funciona por otros regis- 
tros y tiene menos posibilidades de llegar a los temas con- 
cretos de los ciudadanos, pero sí al Gobierno, que tiene, 
por muchas razones, muchos medios, muchos cauces para 
atender esto. 

Es impresentable esta distribución. Que Asturias dé un 
paso cualitativo y cuantitativo de esta envergadura y que 
no se acerque a un proceso de descentralización que se 
está llevando a cabo en todos los órdenes de la vida ad- 
ministrativa española, me parece que es un auténtico dis- 
late, mucho mayor incluso que el que se ha concebido en 
los casos anteriores. 

Creo que hay que reconocer la importancia de Avilés y 
su comarca. Gracias a la sensibilidad de determinados 
magistrados, en el año 1981 iban a Avilés a despachar 
asuntos, porque eran sensibles a la situación y al volu- 
men de trabajo que generaba y que sigue generando Avi- 
lés. Pero, por razones de dificultades en los locales, deja- 
ron de mantener aquel gesto personal. Ese gesto ha sido 
recogido en este momento por la corporación municipal 

avilesina, aprobando unánimemente mociones de mi Gru- 
po político. En la corporación están dispuestos, señor Mi- 
nistro, a facilitarle los aspectos económicos para la crea- 
ción de este juzgado de lo social en Avilés. 

A mí me parece, señor Ministro, que la falta de pers- 
pectiva de quien haya dado este paso'cuantitativo sin con- 
templar esas ventajas importantes, no para los ciudada- 
nos de Asturias, sino para los ciudadanos de la comarca 
de Avilés, y lo mismo digo, de quien haya decidido man- 
tener (y yo me alegro) el juzgado de lo social en Mieres y 
no se haya planteado que todo el Valle del Nalón tiene 
una importancia demográfica de primera magnitud en 
Asturias para crear un juzgado de lo social allí, todo ello 
denota una falta de sensibilidad mucho mayor. 

Yo creo que estamos en el trámite oportuno, y permí- 
tame, señor Ministro, que insista mucho más: si antes 
acusaba de falta de sensibilidad, creo que en el caso de la 
distribución de los juzgados de lo social es absolutamen- 
te impresentable que se dé este salto y se deje a Langreo 
y Avilés sin una reivindicación que en el caso de Avilés es 
vieja, está sentida por los propios magistrados que han 
ejercido en Asturias por su propia iniciativa, y está res- 
paldada por un ayuntamiento cuya mayoría le recuerdo, 
señor Ministro, que no es precisamente de Alianza Po- 
pular. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro de Justicia, si lo desea. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Brevfsimamente, seílor Presidente. Quiero decir que en el 
caso de la planta judicial la actitud con que se ha condu- 
cido el Gobierno ha sido la de tratar de llegar a un acuer- 
do casi completo -no me atrevo a decir «completo:. para 
no equivocarme- con la planta que había diseñado el 
Consejo General del Poder Judicial, El Consejo dispone de 
una información exhaustiva sobre las necesidades de ór- 
ganos; conoce también, incluso quizá mejor todavía que 
el propio Ministerio de Justicia, los lugares donde esa ne- 
cesidad se ha sentido. Y creo que el criterio de acomodar 
la planta del proyecto a las propuestas del Consejo Gene- 
ral es un criterio acertado. Ya he dicho que el Consejo Ge- 
neral no preveía la creación de juzgados de lo social en 
Langreo y en Avilés. 

En este caso, como en los anteriores, si algo ha faltado, 
desde luego, de ninguna manera ha faltado sensibilidad, 
deseo de mejorar el funcionamiento de la justicia, acer- 
camiento a la realidad de los problemas, propósito de ha- 
cer una utilización razonable, objetiva, de los limitados 
recursos, aunque en este caso sean mayores que nunca, 
de que se dispone. 

Yo no puedo estar de acuerdo con S .  S. cuando ha ha- 
blado de falta de sensibilidad. Por el contrario, creo que 
se hace con la voluntad política y con la sensibilidad de 
los datos, de los informes contrastados, en este caso pro- 
cedentes de un órgano que se conduce con imparcialidad, 
con objetividad y con el propósito de buscar el acierto con 
que siempre lo hace el Consejo General de Poder Judicial, 
cuyos criterios, insisto, han sido seguidos por el Gobierno 
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en el caso de la planta de los juzgados de lo social de 
Asturias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
A continuación, tiene la palabra el señor Alvarez-Cas- 

COS para desarrollar su última pregunta sobre creación de 
un juzgado de vigilancia penitenciaria en Gijón (Asturias). 

Reitero la petición de la Presidencia con relación a las 
preguntas anteriores. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, creo que estoy siguiendo los consejos de la Pre- 
sidencia hasta sus últimas consecuencias. Fíjese que en 
este caso no voy ni a repetir la pregunta, para ganar 
tiempo. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
En el caso del juzgado de vigilancia penitenciaria, el pro- 
yecto no establece una determinada sede, señoría. Es el 
Gobierno el que, en función de las características, de las 
necesidades, determinará la sede de ese juzgado. Eviden- 
temente, la sede estará en su momento -pienso que así 
lo hará el Gobiern- donde más demanda de la compe- 
tencia de este juzgado de vigilancia penitenciaria se pro- 
duzca; es decir, lo lógico es que lo más cerca de donde es- 
tén localizados los centros penitenciarios se encuentre 
este juzgado, que será único para todo el territorio de 
Asturias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos, 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Concluyo 
dando las gracias al señor Ministro por su comparecen- 
cia y por darme ocasión de tener este cambio de impre- 
siones previo al debate concreto de este proyecto de ley. 

Permítame ya en este caso, señor Ministro, que le diga 
que estamos hablando de un tema, igual que el anterior 
de las Magistraturas de Trabajo, en el que no estamos dis- 
cutiendo más gasto, sino cómo se distribuye el mismo gas- 
to que ustedes han previsto. Ese matiz es muy importan- 
te, porque en los casos anteriores sí es posible que estu- 
viéramos discutiendo, además de una demarcación o de 
una planta, un incremento adicional presupuestario. 

Yo creo, señor Ministro, que hay que ser coherentes en 
las decisiones, y lo que no se puede hacer es que lo que 
en unos casos se aplica en favor de una ubicación deter- 
minada en otros casos se utilice en sentido contrario para 
favorecer, con criterios contradictorios, una ubicación 
distinta. 

Los centros penitenciarios de Asturias están repartidos 
entre Oviedo y Gijón y que desde el punto de vista del 
máximo volumen de trabajo, igual que le señalaba en el 
caso de la Audiencia Provincial, sin género de dudas, el 
Gobierno puede tener base suficiente para que ese juzga- 
do, dentro del reparto que pretende hacer el Ministerio 

para que favorezca homogéneamente, no s610 en térmi- 
nos medios o estadísticos, a toda la provincia, pueda per- 
fectamente establecerse y tener su sede en Gijón. 

Señor Ministro, creo que si en este caso, pequeiio, pues 
se trata de un juzgado de vigilancia penitenciaria, una 
vez más, el criterio del centralismo pesara en las decisio- 
nes del Ministerio sería, simplemente, repito, un ejemplo 
de que en algunas cosas esa sensibilidad se sustituye por 
una técnica que funcionaba en las viejas bicicletas y que 
ahora está superada, que es la técnica del piñón fijo. 

Espero que el señor Ministro, después de celebrado este 
debate y en el transcurso de las próximas ocasiones que 
tendremos para confrontar estos criterios, sea capaz, en 
contacto con sus propios compañeros asturianos que ten- 
drán sus criterios, de pulsar esas opiniones para que no 
desperdiciemos esta gran ocasión de que el proyecto de 
ley de planta y demarcación no sea una más de las mu- 
chas frustraciones que el actual Gobierno está producien- 
do en relación con sus decisiones para el Principado de 
Asturias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Yo creo que el final de la intervención del señor Alvarez- 
Cascos -frustraciones- no guarda relación con la mate- 
ria de la que estamos hablando. Yo no sé en qué estaría 
pensando, pero un proyecto de ley que, como hemos vis- 
to, mejora tan sensiblemente la dotación judicial de As- 
turias, lógicamente espero que sea recibido con satisfac- 
ción y alegría, porque es la ocasión de poner fin, como de- 
cía al principio de mi intervención, a una serie de dece- 
nios de frustraciones, de insatisfacciones y de insufi- 
ciencias. 

En el caso del juzgado de vigilancia penitenciaria, re- 
pito que no está prevista todavía su sede, su emplaza- 
miento, y que el criterio, evidentemente, que espero que 
sea utilizado sea precisamente ése: colocarlo allí donde 
más falta haga, allí donde sea mayor la necesidad de aten- 
der los distintos conflictos que son propios de la compe- 
tencia del juzgado de vigilancia penitenciaria, allí donde 
la intensidad de esos conflictos sea mayor. 

- DEL SEÑOR TERCIADO SERNA, DEL GRUPO PAR- 
LAMENTARIO COALICION POPULAR, SOBRE 
MEDIDAS A ADOPTAR POR EL GOBIERNO PARA 
QUE LAS INSTALACIONES PENITENCIARIAS ES- 
PANOLAS REUNAN LAS CONDICIONES MINI- 
MAS DE HABITABILIDAD PARA LA POBLACION 
RECLUSA 

- DEL SEÑOR TERCIADO SERNA, DEL GRUPO PAR- 
LAMENTARIO COALICION POPULAR, SOBRE 
MEJORA POR PARTE DEL GOBIERNO DE LAS 
CONDICIONES HIGIENICAS, SANITARIAS Y DE 
SEGURIDAD EN LAS PRISIONES ESPANOLAS Y 
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EN CONCRETO EN EL CENTRO PENITENCIARIO 
DE CARABANCHEL 

El señor PRESIDENTE: A continuación vamos a dar la 
palabra al diputado señor Terciado Serna para que de- 
sarrolle las preguntas números 8 y 9 del orden del día, so- 
bre medidas a adoptar por el Gobierno para que las ins- 
talaciones penitenciarias españolas reúnan las condicio- 
nes mínimas de habitabilidad para la población reclusa 
y sobre mejora por parte del Gobierno de las condiciones 
higiénicas, sanitarias y de seguridad en las prisiones es- 
pañolas y en concreto en el centro penitenciario de 
Carabanchel. 

Para el desarrollo de estas dos preguntas que, atendien- 
do la petición del serior Diputado, hemos acumulado, tie- 
ne la palabra el señor Terciado Serna. 

El señor TERCIADO SERNA: Señoras y señores dipu- 
tados, en primer lugar quiero agradecer la presencia del 
señor Ministro en esta Comisión para contestar, entre 
otras, a estas preguntas que hice el 10 o el 12 del mes de 
marzo y que hasta hoy no han sido incluidas en el orden 
del día. Su actualidad no ha decafdo, a mi modo de ver, 
a pesar de dos acontecimientos producidos como han sido 
la comparecencia del Director General en esta misma Co- 
misión, en la que mostraba su preocupación por el au- 
mento de conflictividad en las prisiones, el incremento en 
el número de suicidios, la falta de seguridad, tanto para 
reclusos como para funcionarios, las deficientes condicio- 
nes higiénicas y sanitarias, el constante aumento en el 
consumo de droga, etcétera, achacando esta situación al 
incremento salvaje de la población reclusa. El segundo 
acontecimiento consistió en que estas declaraciones fue- 
ron posteriormente ratificadas en Pleno por el señor Mi- 
nistro en contestación a una pregunta de un diputado. 

Estas preguntas las formulé basándome en un informe 
presentado por la sección sindical de la Unión de Funcio- 
narios de Prisiones del Centro de Carabanchel, integrada 
en la CESIF, y enviado al Director del centro el 25 de ene- 
ro de 1987, con la única intención por parte de este co- 
lectivo de colaborar a paliar la situación en las prisiones, 
prácticamente insostenible tanto para funcionarios como 
para reclusos. Con su puesta en práctica se conseguiría 
aliviar las condiciones de vida y emprender el camino que 
conduzca a la rehabilitación y reinserción social de los in- 
ternos, que creemos debe ser el objetivo de los centros pe- 
nitenciarios. La situación actual hace que las prisiones 
sean más bien escuelas de perfeccionamiento o aprendi- 
zaje de delincuencia en muchos casos. 

Sabemos todos, señor Ministro, que hay cuestiones que 
no pueden resolverse de inmediato, porque cuesta mucho 
dinero y no 'lo hay, y también somos conscientes de las 
muchas dificultades que encuentra el Gobierno para cons- 
truir nuevos centros, cuestión esta que es como una pa- 
tata caliente que va de mano en mano. Hay mucha de- 
magogia y yo creo que todos tenemos mucha culpa. Pero 
se pueden tomar otras medidas, mejor dicho, deberfan ha- 
berse tomado hace varios afios, y quizá no se habría lle- 

gado a esta situación, o no sería tan caótica como lo es 
en estos momentos. 

Señor Ministro, las sugerencias del grupo de funciona- 
rios del 25 de enero de 1987 han sido constatadas ain situD 
el 21 de febrero de este año y reiteradas el 23 de marzo 
en una reunión del director del centro de Carabanchel con 
una representación de los sindicatos CESIF, UGT Y Co- 
misiones Obreras. Nuevamente han vuelto a poner de ma- 
nifiesto esta situación y algunas de las posibles medidas 
a tomar para paliarla. 

Voy a resumir, señor Ministro, las sugerencias rápida- 
mente. En el centro de Carabanchel, el día 21 de febrero, 
habfa 2.356 reclusos, cuando su capacidad normal es de 
unos mil, y galerfas como la sexta y la quinta con 735 y 
603, cuando su capacidad es de 350, que son atendidos 
por cuatro o cinco funcionarios en el turno de día y por 
uno en el turno de noche, excepto en la sexta galería que 
hay dos. 

Los funcionarios dicen en estos escritos que hay una de- 
ficiencia enorme en las condiciones higiénicas y que el 
material es malo y escaso; que las duchas normalmente 
están estropeadas y que el agua caliente es la excepción. 

La cocina de Carabanchel, con una población de 2.500 
reclusos aproximadamente, está atendida por un cocine- 
ro. oficial, un funcionario por turno y diez reclusos, que 
por cierto, señoras y señores Diputados, viven hacinados 
en una habitación, sin un mínimo de intimidad ni habi- 
table en ningún sentido. 

En la cocina hay que hacer, cosa que se hace muy de 
tarde en tarde, una limpieza a fondo y una desratización 
y desinsectación. Y ya que estamos en el tema de la coci- 
na, señor Ministro, le diré que en la prisión de Avila, en 
el mes de septiembre, murió el cocinero en accidente de 
tráfico, y desde esa fecha no hay ni un cocinero ni hncio- 
nario, únicamente la atiende un recluso, con el evidente 
riesgo que esto conlleva. 

Debido a que en la prisión de Carabanchel no existen 
salas de espera y que cada día se comunican una media 
de 350 reclusos con 1 .SO0 familiares y que el sistema de 
intercomunicaci6n está normalmente estropeado y los lo- 
cutorios rotos, la comunicación, en lugar de ser fluida y 
agradable, es mediante señas y gritos, debiendo perma- 
necer los familiares en la cola hasta dos horas, soportan- 
do la lluvia, el frfo o las altas temperaturas. Los 350 re- 
cluso~ son controlados por dos funcionarios y los 1 .SO0 fa- 
miliares por otros dos en el exterior, lo que hace imposi- 
ble un mediano control y una adecuada atención a los vi- 
sitantes, como desearían todos los funcionarios. 

En el departamento de paquetes hay cuatro funciona- 
rios que han de inspeccionar una media de 300 paquetes 
diarios y todos sabemos que éste es uno de los cauces ha- 
bituales para la introduccibn de droga en las prisiones. 
Tanto para este departamento como para otros muchos, 
hacen falta más funcionarios, pero funcionarios cualifica- 
dos, no contratados, y cambiar el actual sistema de rayos 
X 
por el de pantallas de televisión similares a las que ya es- 
tán implantadas y funcionan en aeropuertos, aduanas y 
consignas, y también seria necesario disponer de perros 
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especializados para la detección de droga y estupeh- 
cientes. 

Es urgente establecer un sistema médico con carácter 
permanente para una mejor atención de la población re- 
clusa y también para evitar salidas inútiles al hospital, 
con los riesgos y pérdida de tiempo que conlleva, ya que 
desde las ocho de la noche no hay ni médico ni ATS en el 
centro de Carabanchel. 

La comunicación interna de dicho centro es práctica- 
mente inexistente, lenta y obsoleta y, además no llega a 
todos los puntos, sobre todo a los puntos vitales en mate- 
ria de seguridad del centro, por lo que es imprescindible 
dotar al establecimiento de medios rápidos y eficaces de 
comunicación en todas sus dependencias, bien sea me- 
diante teléfonos o interfonos y transmisiones portátiles. 

Otro tanto ocurre con el sistema de circuito cerrado de 
televisión, que por la baja calidad del material y por fal- 
ta de mantenimiento se encuentra permamentemente es- 
tropeado. Es preciso instalar uno que cubra patios, gale- 
rías, rastrillo, accesos y túneles, que en este momento no 
existe. 

Hay una falta, casi total, de alarmas periféricas y de un 
sistema eficaz contra incendios, que prácticamente no 
existe en el centro de Carabanchel. La cárcel de Avila está 
ubicada en un edificio construido hace 400 años y espe- 
ramos que con la apertura del nuevo centro, que está 
próximo a abrirse, se resolverá esta situación. 

En toda la sociedad, señor Ministro, hay una gran preo- 
cupación por el estado actual de los centro penitenciarios, 
por la falta de seguridad, tanto para funcionarios como 
para reclusos. Las medidas que han dejado de tomarse du- 
rante tantos años es hora ya, con voluntad política, de ir 
poniéndolas en marcha; unas medidas, como he dicho, 
son prácticamente imposibles de acometer de inmediato 
por falta de medios económicos, pero otras, como muchas 
de las que aquí se han referido que son las que piden los 
funcionarios deberían haberse puesto en práctica ya. Para 
todas estas cuestiones, señor Ministro, puede contar to- 
talmente con nuestro apoyo. 

Por todo lo anterior, deseo, señor Ministro, conocer qué 
medidas se piensan tomar para que las prisiones españo- 
las reúnan las condiciones mínimas de habitabilidad, de 
seguridad, tanto para funcionarios como para internos y 
cuándo van a mejorar las condiciones sanitarias e higié- 
nicas en todos los centros, particularmente en el centro 
de Carabanchel. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro de Justicia, para contestar a estas preguntas. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Sefior Presidente, señorías, concluía su intervención el 
Diputado, señor Terciado, diciendo -lo hemos oído to- 
dos- que para tomar ese conjunto de medidas que per- 
mitan resolver los problemas que ha ido desgranando, el 
Gobierno cuenta con el apoyo de su Grupo Parlamenta- 
rio. ¿Es así realmente, senor Terciado? ¿Responde esa fra- 
se a la realidad de las cosas o hay una diferencia entre lo 
que se dice y lo que se hace? Si yo le demuestro a usted 

que la actuación es distinta de su afirmación, me parece 
que le pondré en una situación quizá un poco incómoda. 
Y es así efectivamente. Porque la posición de las perso- 
nag de su Grupo político ha sido la de una oposición fron- 
tal, radical y absoluta a la construcción de centros peni- 
tenciarios en aquellos lugares donde más urgente era 
construirlos. 

Usted me ha hablado de Carabanchel, yo le podía ha- 
blar de Málaga. La cárcel de Málaga es una cárcel vieja, 
antigua, y la población penitenciaria de Málaga es supe- 
rior a la capacidad del centro penitenciario. Hemos «li- 
brado» - e n t r e  comillas- una batalla tremenda, de la 
que afortunadamente se ha salido positivamente adelan- 
te, y en esa batalla quienes se han opuesto insistentemen- 
te a la construción del nuevo centro penitenciario de Má- 
laga han sido personas pertenecientes a su Grupo políti- 
co. Reconocerá que ahí hay una profunda incosecuencia, 
una absoluta incongruencia. Yo creo que usted dice la ver- 
dad, pero lo cierto es que cuando veo lo que ocurre tam- 
bién en el quehacer diario del Ministerio en este campo, 
compruebo que las palabras que usted ha pronunciado no 
coinciden con los hechos. 

Pero no es ése el único ejemplo que le puedo poner, se- 
ñoría. En Madrid hay ciertamente una necesidad de cen- 
tros penitenciarios, de hombres y de mujeres, muy urgen- 
te. Queremos llevar a cabo el proyecto de construcción de 
un centro penitenciario de mujeres y nos ha ocurrido con 
las personas de su Grupo político exactamente igual que 
en el caso de Alhaurín, en Málaga: que hemos tenido una 
resistencia, un enfrentamiento total a la construcción del 
centro penitenciario de mujeres de Soto del Real. 

Yo creo que, si se quiere acabar con esa incongruencia, 
tengo que esperar confiadamente en que su posición po- 
lítica cambie y que lo que ha sido en Málaga y en Madrid 
resistencia a la construcción de una nueva cárcel se con- 
vierta, ilusionadamente por su parte, en el apoyo a la 
construcción de estos dos nuevos centros penitenciarios. 
Lo que ocurra de ahora en adelante nos demostrará si us- 
ted, cuando ofrecía apoyo estaba diciendo rigurosamente 
algo que luego van a hacer o, por el contrario, estaba di- 
ciendo una frase para la galería. De verdad que desearía 
que su comportamiento político posterior pusiera fin a 
esa fase de incongruencias a que hacía referencia en el ini- 
cio de mi contestación. 

Sus preguntas tratan temas extensísimos y diferentes. 
Habla de condiciones de habitabilidad, de condiciones hi- 
giénicas, sanitarias y de seguridad, y en relación con cada 
una de esas cuestiones podríamos estar hablando serena- 
mente y con un espíritu de recíproca colaboración mucho 
tiempo. 

Empecemos por lo de las condiciones minimas de ha- 
bitabilidad, que es un concepto ambiguo, elástico, pero 
yo creo que esas condiciones se perciben mejor si estable- 
cemos alguna comparación entre dos momentos históri- 
cos. Le voy a decir cuáles eran las condiciones, no sé si 
máximas o mínimas, de habitabilidad en diciembre del 
año 1982. En dicha fecha había un total de 16.433 plazas 
para 23.243 internos. Eso significaba que entonces había 
un déficit de 6.810 plazas. En aquel entonces había sólo 
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8.997 plazas celulares, el resto no eran celdas individua- 
les, es decir, creo que solamente un 55 por ciento eran pla- 
zas celulares. Había una relación de preventivos y pena- 
dos en virtud de la cual el número de preventivos era no- 
tablemente superior al de penados; había 5.554 funciona- 
rio, no había asistentes sociales, solamente había 1 1  
maestros de taller. Para actividades educativas y cultura- 
les había un presupuesto de tres millones de pesetas, para 
alimentación 138 pesetas diarias. 

Me fijo en esos parámetros, que yo creo que son bas- 
tante importantes a la hora de valorar las condiciones de 
habitabilidad, y ahora le voy a exponer,.sin introducir por 
mi parte ningún criterio valorativo, las cifras actuales, y 
SS. SS. comparándolas, podrán llegar a la conclusión de 
si se han mejorado dichas condiciones. 

Hoy hay, sin incluir los datos de Cataluña, porque ya 
saben que se ha producido una transferencia de compe- 
tencias, 20.655 plazas para un total de 25.241 internos. 
Esto supone un déficit de 4.586 plazas -recuerde el dé- 
ficit que le he dicho antes-; por tanto, notablemente in- 
ferior al de 1982. Afortunadamente, en el año 1988 este dé- 
ficit se va a poder reducir de una manera notable, porque 
se van a terminar los nuevos centros penitenciarios de 
Avila, Sevilla, Santa Cruz de Tenerife y Alcázar de San 
Juan, que van a proporcionar entre todos ellos 2.120 nue- 
vas plazas. Me alegra que S .  S. haya hecho referencia a la 
inauguración este año del centro penitenciario de Avila. 

Hoy, señoría, un 83 por ciento de las plazas son celula- 
res; hoy ha variado completamente la relación de preven- 
tivos y penados, preventivos son un 43 por ciento, pena- 
dos un 57 por ciento; hoy -recuerde la cifra que antes he 
dicho de funcionario para el año 1982- habrá, a final del 
año 1988, 11.500 funcionarios. Vamos a disponer este año 
de 313 asistentes sociales, que son profesinales muy im- 
portantes para poder hacer una correcta política peniten- 
ciaria; habrá 53 maestros de taller, lo que significará un 
incremento del 400 por ciento respecto de las cifras del 
año 982; en 1988, para actividades educativas y cultura- 
les, hay un crédito de 180 millones de pesetas -recuer- 
den lo que he dicho antes-, y que conste que aquí no in- 
cluyo los créditos que significan los importantes conve- 
nios de cooperación que tenemos firmados con comuni- 
dades autónomas, diputaciones y ayuntamientos; hoy la 
dotación para alimentación es de 271 pesetas, un incre- 
mento exactamente del 96 por ciento respecto de 1982, y 
esta cifra, por cierto, se incrementará antes de que llegue 
el mes de julio, exactamente igual que hemos hecho a lo 
largo de cada uno de estos años. Hoy, la inmensa mayo- 
rfa de los centros cuentan con la posibilidad de mantener 
comunicaciones íntimas; esta posibilidad se ha potencia- 
do, y en algunos casos se ha iniciado en forma absoluta, 
en el curso de estos cinco años. Tenemos aprobado tam- 
bién un plan - d e l  que he dado cuenta, no recuerdo en 
este momento si en esta Cámara o en el Senad- de in- 
fraestructura penitenciaria que nos va a permitir, cerca 
de mediados de la década de los 90, dentro de siete años 
lo más tarde, probablemente seis años, concluir la red pe- 
nitenciaria española, capaz de hacer frente a los incre- 

mentos de la población penitenciaria que puedan ir 
produciéndose. 

Todo esto por lo que se refiere a las condiciones míni- 
mas de habitabilidad. ¿Voy a obtener de estos datos la 
conclusión de que las Condiciones son óptimas? Eviden- 
temente que no, nunca serán buenas las condiciones pe- 
nitenciarias, nunca nadie sufrirá con agrado la privación 
de libertad. Lo que sí creo que ponen de manifiesto estas 
cifras es que durante todo este tiempo se ha trabajado in- 
tensamente y se han mejorado mucho las condiciones que 
para una población no sustancialmente diferente -por- 
que no estoy contando la población penitenciaria que 
corresponde a los centros penitenciarios de Cataluña exis- 
tían en el año 1982. 

Pero no he contestado, señor Presidente, a todo, ya de- 
cía que ésta era una respuesta muy extensa porque las 
cuestiones que planteaba el señor Diputado lo eran tam- 
bién. Ahora voy a hablar de sanidad, tema respecto del 
cual reconozco la necesidad de seguir trabajando mucho 
más de lo que lo hemos hecho hasta ahora, porque en ese 
aspecto todavía hay muchas cosas que mejorar y que cam- 
biar. Pero yo  lamento que la sensibilidad de S. S. no le 
hada llevado a valorar una medida que yo creo que no 
hay nadie que no pueda considerar como positiva, como 
un avance en el campo de la sanidad. Está ya promulga- 
do y vigente, desde hace algunos días, un Real Decreto 
que significa la puesta en práctica de una decisión polí- 
tica trascendente, que en alguna ocasión se había pensa- 
do, pero que nunca se había llegado a tomar, que es la po- 
sibilidad de la utilización de la red hospitalaria extrape- 
nitenciaria para la atención de la totalidad de los inter- 
nos de todos nuestros centros penitenciarios. Se plantea- 
ban multiplicidad de problemas desde los relativos a la 
seguridad hasta los relativos a las condiciones económi- 
cas o sanitarias. Se han removido todos los obstáculos y 
hoy día los internos, en todos los centros penitenciarios, 
tienen derecho a ser asistidos en los hospitales, que no son 
ya hospitales penitenciarios, desde el planteamiento po- 
lítico de que va a ser imposible que la propia institución 
penitenciaria se dote a sí misma de los centros hospitala- 
rios necesarios para poder atender toda esa necesidad de 
asistencia sanitaria. Ese me parece que es un paso que tie- 
ne un significado político muy grande y que significa una 
mejora que usted puede calificar como quiera. 

He empezado por darle un dato de algo que ha ocurri- 
do muy recientemente, pero le puedo dar otros datos con- 
currentes con éste que, sin embargo, se han producido 
cronológicamente antes. 

¿Saben ustedes, señorías, cuánto personal sanitario ha- 
bía en los centros penitenciarios españoles en el año 1982, 
entre facultativos, ATS y auxiliares de clínica? De estos 
últimos no había nada; había 125 facultativos y 122 ATS. 
En total, 247. Pues bien, en el año 1988 yo tengo que pen- 
sar que la situación sanitaria tiene que mejorar porque 
vamos a disponer de 559 funcionarios sanitarios: faculta- 
tivos, 245,220 ATS y 94 auxiliares de clínica. Si mis cuen- 
tas salen bien, significa un incremento del 126 por ciento 
del personal sanitario. 

Lo mismo puedo decirle en cuanto a créditos para el 
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mantenimiento de los servicios sanitarios. Eran 200 mi- 
llones en el año 1982, y en 1988 son 841 millones; un cre- 
cimiento del 320 por 100. 

Estamos modificando el hospital penitenciario de Ma- 
drid y estamos modificándolo con el propósito de hacer 
predominar en él los aspectos hospitalarios por encima 
de los penitenciarios. Esto está lleno de dificultades y de 
problemas, sin embargo, estamos decididos a dar este 
paso. 

Hemos creado diecisiete nuevas enfermerías, completa- 
mente nuevas, y se ha hecho la reforma integral de vein- 
te. Se sigue, en una materia tan delicada como es la del 
síndrome de inmunodeficiencia adquirida, un plan que no 
quiero repetir en este acto, porque de él ya he informado 
extensamente, me parece que en otras dos comparecen- 
cias. Y al personal sanitario se le está sometiendo a cur- 
sos de reciclaje periódicos, con objeto de ir preparándolo 
para los nuevos problemas que tiene que enfrentar en los 
centros penitenciarios; fundamentalmente se ha puesto 
énfasis en el reciclaje de aquellos haberes relacionados 
con el tratamiento de las drogodependencias y en el reci- 
claje de aquellos haberes referentes al tratamiento del sín- 
drome de inmunodeficiencia adquirida. 

En cuanto a seguridad, hemos hablado de seguridad al 
principio de esta comparecencia. Tengo que remitirme 
necesariamente a ello, aunque entonces hablábamos de 
una seguridad referente fundamentalmente a los peligros 
derivados de los ataques terroristas. A lo que entonces dije 
respecto de esta materia me remito, añadiendo ahora lo 
siguiente: se han instalado o reformado integralmente 
rastrillos en todos los centros; se han instalado también 
detectores de metales, tanto arcos de entrada como ma- 
nuales; en algunos casos se han instalado, y en otros ca- 
sos se han elevado, vallas metálicas para evitar que sean 
arrojados objetos, sobre todo en aquellos centros que se 
encuentran en el interior de los cascos urbanos; se ha in- 
crementado, y esto influye en la seguridad, como es lógi- 
co, el número de funcionarios destinados a servicios de vi- 
gilancia dentro del Cuerpo de Ayudantes; hemos elabora- 
do, señoría, esto quizá le pueda interesar, un censo de per- 
sonas especialmente proclives a la creación de incidentes. 
El seguimiento se hace casi día a día (y habrá observado 
cómo últimamente ha habido en este punto una mejora) 
para detectar posibles intentos de creación de situaciones 
conflictivas con peligro para la seguridad. Y estamos ha- 
ciendo en la escuela de Estudios Penitenciarios algo que 
ya se ha iniciado y que se realizará en todo lo que queda 
del año, que son cursos para especialización de funciona- 
rios de prisiones en materia de seguridad. Espero que a 
final del año habrán pasado quinientos funcionarios por 
esos cursos que estamos haciendo, en colaboración con 
otros ministerios también, en la Escuela de Estudios 
Penitenciarios. 

Pero, quizá, lo más importante que puedo destacar es 
el hecho de las reuniones periódicas que estamos tenien- 
do con las centrales sindicales, para ir haciendo una es- 
pecie de acta de los puntos problemáticos en materia de 
seguridad de los distintos centros penitenciarios, propo- 
niendo las medidas que corrijan esos problemas. Eso se 

ha hecho ya en un número importante de centros peni- 
tenciarios y nuestro propósito es el de continuar hacién- 
dolo para tener una visión global, terminada y acabada, 
de este problema. 

Creo que de esta manera, señor Presidente, he contes- 
tado, si no a todo, por lo menos a una buena parte de las 
preguntas que me hacía el señor Terciado Serna. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Minis- 

Para turno de réplica tiene la palabra el Diputado se- 
tro de Justicia. 

ñor Terciado Serna. 

El señor TERCIADO SERNA: Unicamente un minuto 
para reconocer que la situación ha mejorado sensiblemen- 
te durante estos años a los que se refiere el señor Ministro. 

El señor Ministro ha citado dos ayuntamientos en los 
que ha habido una oposición para la construcción de los 
centros penitenciarios, pero quiero decirle que en Avila, 
por ejemplo, se ha construido una carcel, siendo el Ayun- 
tamiento de Alianza Popular y yo el Presidente de la 
Diputación durante los últimos arios, que también soy de 
Alianza Popular e hice todo lo posible y colaboré para que 
se construyera. Creo que los ayuntamientos en este tema 
reflejan la oposición de los ciudadanos, y en este momen- 
to quiero decir que cuando he expresado el apoyo de nues- 
tro Grupo era sobre todo en el tema presupuestario. De 
todas formas procuraré y haré todo lo posible por colabo- 
rar en esta cuestión incidiendo en todo lo que sea necesa- 
rio con mi Grupo Parlamentario y también con mi parti- 
do político. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mi- 
nistro, si desea contestar. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Agradecerle al Diputado señor Terciado el reconocimien- 
to que ha hecho -y se lo agradezco mucho- de la mejo- 
ra que se ha producido en el curso de estos años, y agra- 
decerle igualmente su voluntad de cooperación. Muchas 
gracias, señor Terciado. 

- DEL DIPUTADO SENOR JORDANO SALINAS SO- 

CION ACTUAL DE LA PRISION PROVINCIAL DE 
CORDOBA 

BRE LAS CAUSAS QUE JUSTIFICAN LA SITUA- 

- DEL DIPUTADO SEÑOR JORDANO SALINAS SO- 
BRELASRAZONESPORLASQUELAEMPRESA 
QUE REALIZABA LAS OBRAS DE ACONDICIONA- 
MIENTO DE LA PRISION PROVINCIAL DE COR- 
DOBA LAS HA ABANDONADO 

- DEL DIPUTADO SEÑOR JORDANO SALINAS SO- 

NAN CONVENIENTEMENTE LOS SISTEMAS DE 
BRE LAS RAZONES POR LAS QUE NO FUNCIO- 
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SEGURIDAD EN LA PRISION PROVINCIAL DE 
CORDOBA 

- DEL DIPUTADO SEÑOR JORDANO SALINAS SO- 
BRE EL DETERIORO DE LAS INSTALACIONES 
DE LA PRISION PROVINCIAL DE CORDOBA. 

El señor PRESIDENTE: A continuación tenemos cua- 
tro preguntas del Diputado señor Jordano Salinas, que va- 
mos a acumular, dado que se trata también del mismo 
tema. 

Las preguntas son de la diez a la trece, y se refieren a 
causas que justifican la situación actual de la Prisión Pro- 
vincial de Córdoba; razones por las que la empresa que 
realizaba las obras de acondicionamiento de la Prisión 
Provincial de Córdoba las ha abandonado; razones por las 
que no funcionan convenientemente los sistemas de segu- 
ridad en la Prisión Provincial de Córdoba; y deterioro de 
las instalaciones de la Prisión Provincial de Córdoba. 

Para el desarrollo de estas preguntas tiene la palabra 
el Diputado señor Jordano Salinas. 

El señor JORDANO SALINAS: Señor Ministro, usted 
hace uso de los datos estadísticos que le facilitan en su Mi- 
nisterio, y yo no sé exactamente si los inspectores de su 
Ministerio que visitan las prisiones se enteran de lo que 
pasa y de lo que ven y le cuentan a usted lo que pasa y 
lo que ven. Para no generalizar el tema a toda la situa- 
ción penitenciaria española, me centraré exclusivamente 
en la prisión de Córdoba y en los datos que yo tengo so- 
bre ella. 

Sabe usted que en la semana del 2 1 al 27 de marzo hubo 
movimientos de funcionarios en todos los centro peniten- 
ciarios. A raíz de estos movimientos y del encierro de los 
funcionarios, a requerimiento de los sindicatos que ha- 
bían convocado aquel encierro, Comisiones Obreras, UGT 
y CESIF, yo visité la prisión de Córdoba el día 25 de mar- 
zo. Un inspector del Ministerio que estaba allí aquel día 
puso determinadas trabas y dificultades a la visita, con- 
siguiendo por fin entrar, no a la oficina o a los despachos, 
sino hasta el interior y recorrer toda la prisión. (El senor 
Vicepresidente, Luna Conzález, ocupa la Presidencia.) La 
cronología de los hechos es la siguiente. El día 29 de mar- 
zo, el inspector nos manifestó que las obras que estaban 
en aquel momento detenidas se reanudarían al lunes si- 
guiente. Ese lunes, el juez de vigilancia penitenciaria, don 
Heberiberto Asensio, manifestó a los periodistas que pen- 
saba cerrar la prisión de Córdoba porque las condiciones 
higiénico-sanitarias de la misma eran insoportables. El 
día 29 de marzo, el director del centro, don Javier Rome- 
ro, dijo que se iniciaban unas reparaciones de urgencia y 
que las obras se reanudarían cuando terminara la Sema- 
na Santa. El día 4 de abril, terminada la Semana Santa, 
no comenzaron las obras, evidentemente. 

El día 29 de abril hay un acuerdo del Consejo de Mi- 
nistros declarando la urgencia de realización de las obras, 
a efectos de agilizar la contratación de las mismas. El día 
30 de abril el director informa a los funcionarios, dicién- 
doles que las obras se reanudarían el lunes, ayer, día 2.  

Las obras no se reanudaron, al parecer, porque era fiesta 
:n Madrid, en Córdoba no era fiesta. 

Parece ser que todos los déficit estadísticos -porque la 
Estadística es la media, habrá quien esté por encima de 
la media y quien esté por d e b a j w  están en la prisión de 
Córdoba. Pero comenzando por las obras, a la empresa 
Cutiérrez y Valverde S .  A., se le adjudicó el día 14 de no- 
viembre de 1985 una primera obra por un importe total 
de 8.>00.000 pesetas. El Ministerio debió quedar satisfe- 
cho, porque volvieron a adjudicarle una obra de más en- 
vergadura y cuando estaba levantada la prisión, inutili- 
zada en más del 50 por ciento actualmente, esta empresa 
paraliza los trabajos, deja a los obreros sin pegarles el sue- 
lo, deja sin pagar los materiales utilizados y abandona li- 
teralmente dicha obra. Actualmente no hay oficinas, pues- 
to que la mayor parte de ellas están sin puertas, sin en- 
lucir, sin sistema de aire acondicionado, sin sistema de 
cerrarnientos, etcétera. Hay despachos, como el del sub- 
director, que tiene que ocuparlo el subdirector de la pri- 
sión y otros dos funcionarios más, puesto que no tienen 
espacio físico para estas oficinas. Y cuando uno va entran- 
do en los distintos rastrillos se encuentran con el proble- 
ma de que el detector de metales existe, pero no funcio- 
na, ni ahora ni desde hace mucho tiempo. El aparato de 
rayos X que tienen a disposición los funcionarios para po- 
der comprobar y registrar los paquetes, se encuentra roto 
desde hace bastantes años y nadie lo ha arreglado. En 
cuanto al circuito cerrado de televisión ocurre lo mismo 
que en Carabanchel. Probablemente porque sea la misma 
empresa la adjudicataria -según mis noticias- de la ma- 
yoría de los circuitos cerrados de televisión de las prisio- 
nes españolas, pero en la prisión de Córdoba no se ha usa- 
do nunca, está inutilizado, no hay mantenimiento y no sa- 
bed cómo ponerlo en marcha. El problema del manteni- 
miento se puede aplicar tanto al detector de metales como 
al aparato de rayos X cuando funcionaban ambos. 

Las obras no han solucionado un problema importan- 
te. En el departamento de mujeres hay un acceso a un te- 
jado, que da al jardín del despacho del ditector y este jar- 
dín da a la calle, con una tapia de dos metros que no está 
vigilada, puesto que la garita de vigilancia de ese ángulo 
de la prisión no comprende el ángulo concreto del patio 
de mujeres. 

Las conducciones de internos. No sé por qué, pero en 
esta prisión de Córdoba hay un total de más de 100 inter- 
nos en tránsito en este momento. Las conducciones se rea- 
lizan desde la calle porque el furgón no logra entrar en la 
prisión, puesto que la puerta de acceso no es suficiente. 
Estas conducciones se efectúan junto a la puerta de un co- 
legio y coinciden con la hora de salida del colegio. Es poco 
edificante para la formación de los niños de este colegio 
ver un corro de Guardias Civiles con su metralleta, ro- 
deando el furgón, mientras van saliendo los presos por- 
que tienen que entrar a pie en la carcel. Esta es una rea- 
lidad, yo la he visto, señor Ministro. Le recomiendo que 
vaya usted a comprobarlo y me dirá si estoy en lo cierto 
o no. 

El lanzamiento de objetos. Ya no se lanzan sólo drogas 
en la prisión de Córdoba. Se están lanzando navajas, no 
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ya pinchos artesanales. Los enfermos de la prisión de Cór- 
doba dispone de navajas, según los propios funcionarios 
y según los resultados de los registros que se efectúan. 

El aislamiento de los funcionarios en cuanto a lo siste- 
mas de seguridad es total. Me gustaría que le dijeran cúal 
es la situación de los funcionarios que se ocupan de la sec- 
ción de menores; están separados por varias puertas to- 
talmente aislados, no tienen teléfono a su disposición. 

Las obras que iban a iniciarse o que ya se estaban rea- 
lizando no contemplaban el problema de los desagües del 
edificio. Toda la sección donde están el departamento ce- 
lular y los dormitorios comunes se encuentra sobre una 
cámaras de aire y estas cámaras están llenas de aguas fe- 
cales, puesto que las arquetas no desaguan. Ante esta ur- 
gencia de que el juez de vigilancia penitenciaria iba a 
cerrar la prisión, se llevó un equipo de bombeo que redu- 
jo un poco el agua fecal allí alamacenada, pero actual- 
mente vuelve a estar a los mismos niveles. Tampoco me 
lo han contado, es que yo he abierto con los funcionarios 
la arqueta de registro de esas cámaras y he visto el agua 
allí almacenada, incluida el agua fecal estancada en los 
bajos de la cocina. 

Los cristales no existen en la cárcel de Córdoba, están 
todos rotos, así podemos aliviar mejor el tema. 

La puerta de acceso -usted hablaba de la seguridad en 
los accesos- no sé si será de hace 400 años, como era la 
de la prisión de Avila; no creo que tantos años, porque la 
prisión de Córdoba no los tiene, pero la puerta de acceso 
al primer rastrillo no cierra. Es de madera, está apolilla- 
da y no cierra. 

En cuanto a que los problemas de los presos derivan 
también en el comportamiento de los funcionarios, se re- 
fería, señor Ministro, a que el 83 por ciento de las plazas 
son celulares. Las estadísticas quiebran en la prisión de 
Córdoba, porque hay 240 presos en celdas celulares y hay 
cuatro personas por celda. Por tanto, ahí fallan las esta- 
dísticas en cuanto a la existencia. Fallan las estadísticas 
en cuanto a la ocupación, porque según las cifras que nos 
ha dado hay un déficit que no llegará al 20 por cienio, 
aproximadamente. Ha hablado de 26.000 reclusos y creo 
que han sido 2 1 .O00 plazas para reclusos. La prisión de 
Córdoba está capacitada para 250 reclusos, siempre hay 
más de 500 y el recuento efectuado el día 1 de mayo, an- 
teayer, arrojó un total de 528 reclusos. 

El señor Ministro ha hablado de aumento de funciona- 
rios. En la prisión de Córdoba hay 69 funcionarios desde 
hace mucho tiempo. Ha hablado del mantenimiento. Allí 
hay un electricista y un fontanero. El electricista tiene 
una enfermedad y normalmente está de baja. Ese es el 
único mantenimiento que hay. Yo le estoy hablando en 
concreto de la prisión de Córdoba, que era el objeto de la 
pregunta. Esta es la situación allí existente. 

En cuanto a los dormitorios, la Ley General Penitencia- 
ria establece que los presos deben estar cada uno en cé- 
lulas, que los dormitorios deben ser individuales. Allí hay 
dos dormitorios con más de 40 reclusos cada uno. 

Los servicios sanitarios, las duchas comúnes están inu- 
tilizadas, puesto que esta empresa, Gutiérrez y Valverde, 
cuando estaba reparando un tejado se le cayó todo el te- 

jado completo, tanto de la parte de la lavandería como la 
de las duchas. Esta es una de las zonas de la cárcel que 
está inutilizada y actualmente hay seis duchas en la to- 
talidad de la prisión para atender a los 528 reclusos. S610 
funcionan las tres duchas que hay en cada uno de los dor- 
mitorios de 40 reclusos. 

Los servicios son inexistentes. Los funcionarios no tie- 
nen ningún servicio a su disposición, ni lavabos ni servi- 
cios. En concreto, en el patio que llaman de la enferme- 
ría -la enfermería es un eufemismo, debe ser una reli- 
quia, porque la enfermería está cerrada y no existe en la 
prisión de Córdoba- hay habitualmente unos 200 inter- 
nos del departamento celular, los vigila un sólo funciona- 
rio que no tiene ningún sistema de comunicación con el 
resto de los funcionarios y que tampoco tiene a su dispo- 
sición ni servicio ni lavabo. 

El señor Ministro hablaba de aumento del presupuesto 
de actividades culturales, del aumento de la formación. 
No hay prácticamente lugar, en la prisión de Córdoba, 
donde poder estudiar los reclusos que lo quieran hacer. 
Así me lo han manifestado a mí. Hay un sólo local muy 
reducido para desarrollar todas las actividades, tanto cul- 
turales como de biblioteca y estudio de los internos. To- 
das estas actividades se tienen que realizar en una sola 
aula. 

No sé, señor Ministro, si la dotación para alimentación 
será o no suficiente. Habría que empezar en la prisión pro- 
vincial de Córdoba por tener un comedor adecuado, pues- 
to que los reclusos tienen que comer en varios turnos, co- 
men de pie, porque en la mayoría de los sitios no hay 
sillas. 

Por otra parte, cuando hablaba de mantenimiento, hay 
una serie de tuberías que recogen los desagües de los dis- 
tintos wáteres de las celdas y de los dormitorios comu- 
nes. Esta tubería pasa por encima del comedor de los re- 
cluso~. La tubería se ha roto en distintas ocasiones y está 
remendada con tela asfáltica de aislamiento, porque no 
disponen de piezas para esa reparación. 

Esta es la situación actual de la prisión. Es una des- 
cripción que se puede comprobar simplemente entrando 
a la prisión desde la puerta principal hasta el final, no 
quedándose en las oficinas. 

Hay otro planteamiento importante. Usted ha hereda- 
do esta prisión, estaba construida hace tiempo y los ma- 
teriales son de muy mala calidad. Se lleva invertido mu- 
cho dinero en la mejora del centro y no ha dado resulta- 
do; al revés, el deterioro es progresivo. Hay un sentido co- 
mún en funcionarios, en el propio Cuerpo de vigilancia de 
la Guardia Civil, en las asociaciones de vecinos de la zona 
v por supuesto en todos los partidos políticos, de que la 
ubicación del centro no es la adecuada y que todo el di- 
nero que se invierta en el mismo no resolverá los proble- 
mas. Hay un ofrecimiento de terrenos por parte de la Di- 
putación Provincial de Córdoba para 1% construcci6n, den- 
tro del término municipal de Córdoba, pero fuera del cas- 
co urbaiio, de una nueva prisión, y éste es un sentimiento 
común. Ahí no tendrá dificultades el Ministerio en cuan- 
to a la ubicación de un nuevo centro penitenciario. 
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En cuanto a las reuniones que celebran habitualmente 
con las centrales sindicales, a mí me gustaría confrontar 
este dato con las centrales sidicales de la prisión provin- 
cial de Córdoba, pero en principio no parece que sean tan 
frecuentes ese tipo de reuniones y desde luego el sentir de 
los funcionarios es que están abandonados. 

Usted hablaba del censo de internos peligrosos a los 
efectos de mayor seguridad para los funcionarios. La se- 
mana pasada resultó lesionado un funcionario (la lesión 
en sí no tuvo mucha importancia) al ser cortado con una 
cuchilla con la que previamente un recluso se había au- 
tolesionado. Era un enfermo peligroso que está en tránsi- 
to en la prisión de Córdoba. Desde hace tres meses viene 
solicitándose el traslado de este interno a un centro que 
reúna las condiciones adecuadas a su situación psicofísi- 
cal pero no se ha atendido esta petición de traslado. 

La situación actual de la prisión -y tenga en cuenta 
que en Córdoba y en toda Andalucía entramos en un pe- 
ríodo malo desde el punto de vista climatológico- es muy 
preocupan te. 

Hablaba usted del problema del tratamiento del sín- 
drome de inmunodeficiencia adquirida. En este extremo 
las condiciones son muy graves en aquel centro peniten- 
ciario. Los médicos es lógico que, por reserva profesional, 
no puedan revelar datos exactos y, efectivamente, no lo 
han hecho, pero hay indicios suficientes de que existen en- 
fermos en fase avanzada de la enfermedad. Para los fun- 
cionarios, las medidas de seguridad adoptadas son unos 
guantes de plástico muy finos, equivalentes a las bolsas 
de patatas fritas o de cualquier otro producto, es decir, 
los guantes que se facilita a los funcionarios no son los 
adecuados. No tienen antiséptico para lavarse una vez 
efectuados los registros y los cacheos; se les facilita cham- 
pú industrial con una gota de lejía por litro, que no pa- 
rece sea el sistema adecuado. 

En definitiva, señor Ministro, su Ministerio debe tomar 
medidas urgentes. No puede estar continuamente demo- 
rándose el inicio de las obras para el lunes siguiente; así 
llevamos mes y medio. En cualquier caso, tómense en se- 
rio la situación, traten de resolver la urgencia que ahora 
mismo presenta aquella prisión y desde luego hagan caso 
a los planteamientos que les han hecho llegar los funcio- 
narios, que se traducen en reducir el número de funcio- 
narios de la prisión para adaptarlos a la superficie dispo- 
nible. Eso conlleva el traslado inmediato de unos 150 re- 
clusos fuera de aquel centro, porque las condiciones son 
francamente malas. Los funcionarios ya le habrán adver- 
tido de que ayer se iniciaron determinados movimientos 
entre los reclusos, una especie de semi-mítines, que van 
preparando actuaciones de mayor gravedad. Antes de que 
estas situaciones de mayor gravedad puedan producirse 
en aquel centro penitenciario, creo que su Ministerio debe 
tomar las medidas adecuadas e intentar, por cualquier vía 
de urgencia, al menos solventar la situación a la que es- 
tán sometidos no sólo los internos, sino también los re- 
clusos de la prisión. 

Gracias, señor Ministro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para 

contestar a las preguntas, tiene la palabra el señor Minis- 
tro de Justicia. 

El sellor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señorías, la verdad es que basta sola- 
mente una parte de la situación que ha puesto de mani- 
fiesto el señor Jordano Salinas para llegar a la conclusión 
-no digamos si se tienen en cuenta todos los datos que 
ha dad- de que el centro penitenciario de Córdoba no 
se encuentra en absoluto en una situación mínimamente 
satisfactoria. 

Le agradezco la información que me ha facilitado y le 
aseguro que, uniendo la información que me ha propor- 
cionado a la que yo ya tenía, se pone de manifiesto la ur- 
gente necesidad de hacer una comprobación uin situn en 
Córdoba. Si no pudiera hacerla personalmente, desde lue- 
go enviaré de forma inmediata al Director General de Ins- 
tituciones Penitencarias para que tome conciencia perso- 
nal y directa de aquella situación e imprima seguridad al 
conjunto de medidas que se han puesto en marcha para 
corregir esa situación. Incluso aceptando que, quizá, no 
ha sido así, que las consideraciones que ha hecho S. S. ha- 
yan sido en algún punto exageradas o haya descendido a 
datos nimios, que a lo mejor no ha sido así, en todo caso 
tengo que expresarle mi agradecimiento por la informa- 
ción, que sin duda les va a facilitar al Ministerio de Jus- 
ticia y a los servicios de Instituciones Penitenciarias me- 
jores condiciones para resolver un problema que existe, 
que sería absurdo no reconocer y que además reclama 
unas medidas, insisto, de absoluta urgencia. 

Los datos que tengo no llegan al detalle de los de S. S. 
y son los siguientes: El centro penitenciario de Córdoba 
Fue inaugurado en el año 1945. En la actualidad (son nú- 
meros ligeramente diferentes) cuenta con 332 penados y 
173 preventivos, puede haber una diferencia de 10 6 12. 
La verdad es que en este centro, hasta después de la en- 
trada en vigor de la Ley General Penitenciaria no se hizo 
obra alguna, absolutamente nada. Evidentemente se fue 
produciendo un deterioro, que sin duda con el curso de 
los años, en la medida en que el centro es más antiguo, 
pe va incrementando. 

En el año 1980 se transformó la brigada número 2 en 
aelular (ya se hizo algo en aquella época), y en el año 1982, 
por tanto época de otras responsabilidades políticas, se 
:onstruyeron la sección abierta y el departamento de mu- 
jeres. Pero ha sido con posterioridad, en 1984 y 1985, y so- 
bre todo en el año 1987 cuando, dentro de las limitacio- 
nes que tiene todo centro penitenciario situado en el cas- 
:o de una ciudad, se empezaron a hacer algunas obras de 
mayor envergadura. Le podría describir las que se hicie- 
-on en 1984 y también en 1985, pero no lo voy a hacer por- 
que me parece innecesario. Fue en el año 1987 cuando de- 
Yinitivamente se encargó un proyecto que tenía como ob- 
letivo fundamental ajustar ese centro penitenciario a las 
:xigencias de la Ley Penitenciaria. Esas obras de impor- 
:ante envergadura -la suma de todas ellas se elevaría, 
aproximadamente, a la cifra de 400 millones de pesetas- 
ueron adjudicadas a la empresa GUVASA, Gutiérrez y 
daliente, S. A. y se iniciaron en el segundo semestre de 
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1987. Esta empresa había hecho también otras obras para 
el Ministerio de Justicia, que las había terminado con re- 
gularidad y había cumplido sus compromisos, por lo que 
la obra fue adjudicada a la misma empresa, insisto, Gu- 
tiérrez y Valiente. 

Lo que ha contado S. S. lamentablemente es la situa- 
cibn a la que se llega cuando esa empresa ha empezado 
a realizar obras en distintos lugares del centro peniten- 
ciario, suspende pagos y procede a la interrupción de la 
ejecución de la obra, justo en el momento en que todo el 
centro penitenciario de Córdoba, en sus distintas partes, 
prácticamente está en obras. Podría hacerle una descrip- 
ción minuciosa, pero no es necesario, pues veo que S. S. 
lo conoce mejor que yo. Eso evidentemente desencadena 
una situación en la que concurren factores de incomodi- 
dad, de inseguridad, de insalubridad, porque las interrup- 
ciones afectan a los elementos constructivos que más tie- 
nen que ver con cada uno de esos tres grandes conceptos. 

Una de las partes de su pregunta es ¿por qué se produ- 
ce esa interrupción? . La empresa comunica a la Direc- 
cibn General de Instituciones Penitenciarias el cese de las 
actividades sin explicar la causa. Es, al cabo de tres días, 
el día 17 de marzo de 1988, cuando la empresa, alegando 
motivos de índole interna, procede a la paralización de 
las obras, y no es hasta el día 30 de marzo, cuando -a 
través de un telegrama a la Dirección General de Institu- 
ciones Penitenciarias- se comunica que ha sido solicita- 
da la suspensión de pagos. 

En esas circunstancias, el Ministerio se encuentra ante 
la necesidad de tomar una medida que evite el manteni- 
miento de esa situación en que confluyen -insisto- fac- 
tores de inseguridad, de insalubridad, etcétera. ¿Y qué es 
lo que hacen?, Lo que el Servicio Jurídico pone de mani- 
fiesto y lo que, por otra parte, el sentido común aconse- 
jaba, que es iniciar el expediente de resolución del con- 
trato de la empresa que ha abandonado la obra pública 
encomendada: eso por una parte y, por otra, procede a la 
declaraci6n de emergencia de las obras, que saque al ccn- 
tro de esa situación y que significa adjudicar o encomen- 
dar la continuación de la obra -una obra que, cuando 
esté terminada, creo que será capaz de resolver definiti- 
vamente los problemas penitenciarios de Córdoba- a una 
empresa distinta, operación jurídica que, como S. S. sabe, 
de cuerdo con la Ley de Contratos del Estado y el Regla- 
mento correspondiente, puede y debe hacerse en esos su- 
puestos de absoluta emergencia directamente. Entonces, 
la obra es adjudicada a otra empresa distinta, que tiene 
como obligación en este momento desatascar lo que la 
suspensión de pagos de GUVASA ha producido, y sobre 
todo eliminar los focos de insalubridad y de inseguridad 
que ese estado generalizado de obras repartidas por todo 
el centro ha generado. 

La verdad es que la rapidez con que, desde el día 17 de 
mano, la empresa paraliza las obras, invocando esos mo- 
tivos de índole interna que no concreta, y la fecha en que 
el Subsecretario del Ministerio pone en marcha todo ese 
mecanismo -fecha del 30 de marzo, como he dich-, la 
diferencia de trece días entre un momento y otro (17 de 
marzo y 30 de marzo), pone de manifiesto la urgencia con 

que el Departamento de Justicia ha actuado con el pro- 
pósito de acabar con esa situación. 

Me informa S. S. que la empresa a la que se han adju- 
dicado las obras a través del trámite de declaracibn de 
obras de emergencia todavía no las ha iniciado. Mi infor- 
mación era distinta, que afortunadamente se habían re- 
suelto algunos de los problemas más agudos que habían 
planteado la paralización de las obras por GUVASA; ése 
será uno de los puntos que inmediatamente compruebe 
para decirle si tiene usted razón, o si, por el contrario, su 
información es incorrecta y la mía se ajusta más a la rea- 
lidad. Pero en todo caso, en el supuesto de que S. S. tu- 
viera razón, créame que no sólo lo que le he dicho antes 
de hacer una inspección a través de las autoridades que 
tienen una máxima responsabilidad en esto, sino también 
la adopción de medidas para que se reinicien inmediata- 
mente las obras, serán cosas que se harán en cuanto ter- 
mine esta comparecencia. 

En síntesis, estamos ante un centro penitenciario anti- 
guo, en el que durante treinta y tantos años no se ha he- 
cho nada o casi nada, que se empieza a hacer en el aiío 
1980 -poco-, en el año 1982 - o t r o  poco, también insig- 
nificante- y que, cuando en el año 1987 se dispone de los 
créditos, de la voluntad política y del proyecto necesario 
para arreglar los problemas del centro penitenciario de 
Córdoba se produce una situaci6n imprevisible-y, como 
imprevisible inevitable de paralización de las obras por 
la empresa adjudicataria, empresa que había hecho posi- 
tivamente en buena condiciones otras obras públicas que 
se le había adjudicado. 

En estas circunstancias, señoría, además de agradecer- 
le la información que me ha dado, quedan en pie las dos 
afirmaciones que yo le he hecho: de reconocimiento in- 
mediato del centro penitenciario y, en segundo lugar, de 
reanudación de la actividad constructiva, a través de este 
trámite de la declaraci6n de emergencia de las obras, para 
acabar con la situación que se ha creado, para acelerar 
las obras, de manera que en no mucho tiempo pueda es- 
tar en condiciones de decir: seiíoría, el centro penitencia- 
rio de C6rdoba ya se encuentra en buenas condiciones, ya 
se ha ejecutado el proyecto que lo ponga en orden de 
acuerdo con la Ley General Penitenciaria. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Tiene la 
palabra el señor Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: Gracias, señor Ministro. 
Le puedo asegurar que no le he exagerado y que me he 
dejado muchísimos detalles; me he centrado en lo más re- 
levante digamos, y no he entrado en detalles más par- 
ticularistas. 

Respecto a la obra, sí tenía que hacerle una observa- 
ción. Efectivamente, es impevisible que una empresa pre- 
sente una quiebra o una suspensión de pagos. En el mun- 
do financiero no es tan imprevisible; hay datos para sa- 
ber cuándo una empresa empieza a ir mal y cuando pue- 
de entrar en situación de riesgo. Incluso hay previsto en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil 4 o m o  sabrá S. S.- la po- 
sibilidad de dar por vencido anticipadamente el crédito 
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a iniciar procedimientos ejecutivos cuando se va a produ- 
cir esa situación de deterioro; hay datos objetivos para po- 
dedo hacer. Lo que ya no estoy muy conforme con el se- 
flor Ministro es con el calificativo de inevitable, porque 
sus arquitectos creo que pudieron comprobar que allí no 
había memoria para desarrollar el proyecto de construc- 
ci6n y que la empresa constructora no había desarrolla- 
do esa memoria. Por otra parte, el ritmo de la obra, una 
vez comenzados los derribos y aparte de lo que hubo que 
romper para iniciar la nueva constnicción, no era el ade- 
cuado de acuerdo con el volumen considerable de la obra, 
y eso se veía por alguna serie de pequeños datos que son 
habituales, como el número de albañiles y de oficios que 
se empleaban en la constnicción. Por eso digo que proba- 
blemente pudo ser evitable la situación. A lo mejor la 
plantilla de arquitetos del Ministerio no es suficiente para 
atender todas las obras que tiene en marcha el Ministe- 
rio, pero, en principio, quizás este parón de las obras pudo 
ser evitable. En cualquier caso, insisto, señor Ministro, no 
es sólo el tema de la reanudación de las obras para res- 
taurar un mínimo de condiciones de habitabilidad, no las 
de la Ley General Penitenciaria, no las que consideremos 
óptimas ni medias, sino las mínimas condiciones de 
habitabilidad. 

Es necesario reducir el número de reclusos en la pri- 
sión, entre otras cosas porque, con motivo de las obras, 
se encuentran inutilizados no sólo tres patios, sino prác- 
ticamente casi el 50 por 100 de la superficie habitable de 
la prisión. Por tanto, si no toman en su Ministerio la de- 
cisión de reanudar las obras con toda urgencia, combi- 
nando al mismo tiempo la reducción de los internos, esa 
sensación que se palpa cuando se está en el patio con los 
internos y cuando se oyen los comentarios que hacen y se 
ve cuáles son sus movimientos (sin ir más lejos el día 11 
de abril un interno intentó suicidarse, y gracias a la dili- 
gencia de un funcionario se logró recuperarlo, aunque se 
encuentra en situación grave), la situación puede acen- 
tuarse si no se reduce el número de internos mientras se 
subsanan, se inician o se reanudan las obras. 

El señor VICEPRESIDENTE(Luna González): Tiene la 
palabra el señor Ministro de Justicia. 

El sefior MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Acaso resulte conveniente reducir el número de reclusos 
del Centro Penitenciario de Cbrdoba en tanto se llevan a 
cabo las obras en curso; me parece una idea que necesa- 
riamente se les tiene que haber ocurrido a los servicios pe- 
nitenciarios, pero que si no hubiera sido así es una idea 
razonable que se propondrá. El proyecto de obra redac- 
tado por un equipo de arquitectos, andaluces todos ellos, 
tiene todos los documentos que debe tener, no les falta en 
absoluto ninguno. El problema no está en la documenta- 
ción base de la adjudicación de la obra. El problema ha 
nacido durante la ejecución de la obra, como consecuen- 
cia de dificultades econ6micas de la empresa GUVASA. 
No busque usted ninguna otra explicaci6n distinta de ésa. 
Puede tratarse de una falta de liquidez. Esto desgracia- 
damente ocurre algunas veces en la adjudicación de las 

obras públicas. Quiero decir que los servicios en la pre- 
paracibn del proyecto funcionaron de forma absoluta- 
mente correcta. 

El ritmo de ejecución de la obra a veces es más lento 
del previsto, pero eso no justifica, de acuerdo con la Ley 
de Contratos del Estado, una resolución del contrato para 
la adjudicación de la obra a una empresa diferente, como 
también sabe perfectamente S. S. 

Quiero decirle a S. S. algo que creo que nunca había co- 
mentado. La preparación y realizaci6n de los proyectos 
arquitectónicos de las obras que acomete el Ministerio de 
Justicia, hasta diciembre de 1982, era efectuada por un re- 
ducidísimo número de arquitectos del Ministerio. Como 
me parecía que ese criterio, que era casi un monopolio, 
no era correcto, se cambió radicalmente. En la actuali- 
dad, el Departamento trabaja con arquitectos que existen 
en cada una de las zonas en que se divide el territorio es- 
pañol. Son, por lo tanto, arquitectos del territorio cono- 
cedores de las características; equipos heterogéneos, no 
solamente integrados por arquitectos, sino también por 
aparejadores. El número de arquitectos que de esta ma- 
nera dirigen o conservan las obras del Ministerio se ha in- 
crementado en un cifra muy importante que estoy en con- 
diciones de dársela a usted. Se ha acabado con lo que era 
una situación indebida de monopolio y se han puesto unas 
posibilidades de trabajo al alcance de un número de per- 
sonas como jamás lo había tenido el Ministerio de Jus- 
ticia. 

Eso ha permitido dividir y repartir el trabajo y tener 
un mejor control de las obras. Lamentablemente, toda esa 
infraestructura no ha impedido la suspensibn de pagos de 
GUVASA, originada por razones de solvencia económica. 
En todo caso, le aseguro que servirá para sacar al centro 
de Córdoba de la incorrecta situación en que se encuen- 
tra y acelerar las obras que lo pongan en condiciones de 
cumplir los mínimos de la Ley Penintenciaria. 

Muchas gracias, de nuevo, por su colaboración. 

- DEL DIPUTADO SENOR HUIDOBRO DIEZ (CP) SO= 
BRE RESULTADO DEL VIAJE REALIZADO RE- 
CIENTEMENTE POR EL MINISTRO DE JUSTICIA 
A CHINA Y JAPON 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para 
formular la pregunta que viene numerada con el núme- 
ro 14 en el orden del día, tiene la palabra el señor 
Huidobro. 

El seiíor HUIWBRO DIEZ: A primeros de abril de este 
año el señor Ministro de Justicia se trasladó en un viaje 
oficial a la República Popular China. No cabe duda de 
que este viaje ha guardado relación con aquellas mate- 
rias que afectan a su Departamento. 

En la mañana de hoy se ha puesto de manifiesto que 
uno de los temas que preocupan a la Cámara y a la so- 
ciedad española es el sistema penitenciario, el buen fun- 
cionamiento de las cárceles, no s610 desde el punto de vis- 
ta de la sociedad, sino también de los penados. Otro de 
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los temas que preocupa a la sociedad española -a las aso- 
ciaciones de profesionales, al Consejo del Poder Judicial 
y, por tanto también a los grupos de las Cámaras-, es el 
relativo a la Administración de justicia. 

Nuestro Grupo supone que de este viaje se han sacado 
unas conclusiones que guardan relación con la Adminis- 
tración de justicia o con el sistema penitenciario. 
No nos explicamos claramente cómo los principios que 

se puedan aplicar en una sociedad, con unas condiciones 
culturales y sociales por su origen tan distintas de las 
nuestras, pueden tener aplicación en España. No cabe 
duda de que esas conclusiones que se han obtenido del 
viaje son interesantes, no solamente para el Ministerio, 
para la Administración, sino para los grupos de esta 
Cámara. 

La razón de nuestra pregunta es saber si el viaje está 
relacionado con alguna materia de su Departamento. 
Ahora bien, cualquiera que haya sido esa finalidad, nos 
gustaría conocer las conclusiones que se han obtenido de 
ese viaje para que nuesto Grupo Parlamentario pudiera 
utilizarlas en su caso. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Tiene la 
palabra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Seiior Presidente, señorías, con mucho gusto contesto a la 
pregunta del Diputado señor Huidobro. 

Desde 1984 - c r e o  que fue la primera vez- y,  con pos- 
terioridad, he tenido la satisfacción de ser invitado por el 
Ministro de Justicia de la República Popular China para 
que visitara la República Popular China. 

En dos ocasiones no fue posible realizar el viaje porque 
las fechas que proponía mi colega el Ministro de Justicia 
chino coincidían con obligaciones bien en el Gobierno 
bien en este Parlamento. Comoquiera que reiterada por 
tercera vez, amable y generosamente la invitación, se pro- 
ponfa una fecha coincidente precisamente con los días de 
la Semana Santa, creí que se producían circunstancias 
adecuadas para poder realizar ese viaje atendiendo tal 
invitación. 

Concurría, además, una circunstacia política interesan- 
te, y es que durante esos días en China se estaban cele- 
brando las sesiones de la Asamblea Popular China, en 
donde se estaban produciendo acontecimientos políticos 
de un singular relieve, no solamente para China, sino para 
todo el mundo. 

Ese viaje se realizó en las fechas que S. S. conoce, en 
un momento en el que se han producido unas intensifica- 
ciones notables de las relaciones entre España y la Repú- 
blica Popular China. Le recuerdo a S. S. cómo ya, en ju- 
nio del año 1978, Sus Majestades los Reyes abrieron ese 
camino a través del viaje que hicieron, y desde entonces 
fue realmente cuando se dio un importante empuje a esas 
relaciones. Una delegación parlamentaria, presidida por 
el Vicepresidente de esta Cámara, señor Torres, visitó, en 
julio de 1984, la República Popular China. Lo hizo en sep- 
tiembre de 1986, el Presidente del Gobierno espatíol. Más 
cerca de las fechas en que yo fui lo habían hecho los Mi- 

iistros de Defensa, de Trabajo y Seguridad Social y diri- 
3entes de otros partidos polfticos. Me parece que estuvie- 
ron allí los dirigentes don Manuel Fraga y don Gerardo 
iglesias. Recíprocamente había ocurrido lo mismo. El Mi- 
nisterio de Justicia español había recibido también una 
visita de una delegación del Ministerio de Justicia chino 
que tenía un gran interés por conocer el sistema legal es- 
pañol y la organización constitucional y judicial española. 

Fue en el marco de esas crecientemente intensificadas 
relaciones en el que se produce el viaje, en un momento 
:n que en China están ocurriendo cosas muy importantes 
que acaban con la herencia que había dejado los diez años 
de lo que se conoce, como ustedes saben, como ala revo- 
lución culturab, y que significaba la entrada de China en 
una fase histórica completamente distinta, caracterizada 
por dos grandes ideas que repiten insistentemente: la 
apertura al mundo y la reforma de su sistema legal. 

Esa apertura al mundo se produce en todas las áreas, 
pero, de una manera especialmente intensa, en las mate- 
rias propias de los Ministerios de Justicia de ambos paí- 
ses. Sin duda por ello, en el año 1985 viaja a China el Mi- 
nistro de Justicia belga; en 1987, el Ministro de Justicia 
de la Replública Federal de Alemania; en 1988, unos me- 
ses antes de hacerlo yo, el Ministro de Justicia de Italia; 
y creo que dentro de muy poco acudirá el aAttorney Ge- 
neraln del Reino Unido. 

Decía que aparte de esta apertura al mundo en todos 
los órdenes, y también en el terreno de lo jurídico, en Chi- 
na se está viviendo un momento que ellos denominan de 
reforma de su sistema político, económico, y legal. La re- 
Forma del sistema político-económico conduce, por ejem- 
plo, a la implantación de un sistema de economía mixta 
que proporciona a las, entre otras, empresas españolas, 
posibilidades de hacer interesantes inversiones en el terri- 
torio de la República Popular China y que les están Ile- 
vando también a hacer una profunda reforma de su sis- 
tema legal. 

La República Popular China está haciendo en este mo- 
mento un esfuerzo legislativo. Está utilizando el Derecho 
comparado de una manera especialmente interesante 
para ellos -según me reconocieron-, los sistemas lega- 
les de la Europa Occidental, no obstante las evidentes di- 
ferencias ideológicas y políticas que existen entre los paí- 
ses de la Europa Occidental y la República Popular Chi- 
na. Creo que la presencia de distintos Ministros de la co- 
munidad Económica Europea ponen de manifiesto que el 
interés por el conocimiento de nuestros sistemas es evi- 
dente. 

En China tuve distintas reuniones de trabajo con el Mi- 
nistro de Justicia de la República Popular China y con su 
equipo, pasándonos una recíproca información. Conocí, 
visité y tuve oportunidad de conversar con los magistra- 
dos del Tribunal Supremo. Un contacto especialmente in- 
teresante para conocer el momento político de China fue 
la reunión que tuve con el Viceprimer Ministro. 

Quizás el fruto más importante de este viaje, en el que 
se establecen relaciones en el ámbito de lo jurídico entre 
dos países que hasta entonces no las habían tenido, es el 
que cristalizará el día en que se firme -las negociacio- 
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nes ya se han iniciado precisamente como resultado de 
este viaje- el Convenio de cooperación judicial en mate- 
ria civil y mercantil. 

He dicho antes que empresas industriales españolas y 
exportadores están acudiendo a China cada vez en mayor 
número. Las relaciones jurídicas que se estblecen entre 
los dos países se caracterizan por su precariedad jurfdi- 
ca. No hay instrumentos jurídicos con los que regular los 
incidentes que puedan producirse en el curso de esas re- 
laciones. Precisamente estando yo allí tuve la satisfacción 
de participar en la firma de uno de los contratos más im- 
portantes que ha celebrado China con una empresa ex- 
tranjera - e n  este caso española- para la constmción 
de una importante fábrica, y en estado muy avanzado es- 
tán las negociaciones en virtud de las cuales una impor- 
tantísima empresa española va a suministrar material te- 
lefónico para. conectar dos provincias chinas. Les recuer- 
do a SS. SS. que cada una de esas provincias chinas es 
mayor que España. 

Las relaciones comerciales e industriales son crecientes 
y se viene desenvolviendo en un estado de falta de cober- 
tura jurídica, de inseguridad jurídica. Si llegamos -la de- 
legación española así lo formuló y tuvo una gran recepti- 
vidad por parte de las autoridades chinas- al perfeccio- 
namiento, a la firma de este Convenio al que acabo de ha- 
cer referencia, habremos establecido también en este área 
un puente importantísirno entre dos Estados entre los 
cuales hay este flujo creciente y constante -fundamen- 
talmente de España hacia aquel país- de relaciones de 
carácter industrial económico. 

Si lo hacemos no nos pondremos exactamente en la 
vanguardia, pero sí nos colocaremos en una posición muy 
buena, porque en este momento China tiene únicamente 
convenios de esta naturaleza con tres países, tiene conve- 
nios en materia civil y comercial con Francia, desde 1986, 
muy recientes; tiene convenios en materia civil y penal, 
con Polonia, desde febrero de 1988; tiene otro con Bélgi- 
ca, en materia civil, que está a punto de ser ratificado por 
las autoridades correspondientes de esos países. 

En síntesis, señoría, en la actividad de cooperación ju- 
rídica internacional a la que el Ministerio de Justicia de- 
dica una buena parte de sus esfuerzos (S. S. parece cen- 
trar toda la actividad del Departamento en lo que es la 
Administración de Justicia y el sistema penitenciario; y 
la verdad es que son bloques importantísismos y destaca- 
dísimos, pero hay otra actividad importante de todos los 
Ministerios de Justicia , porque no sólo es la promoción 
legislativa estricto sensu)) , es la cooperación jurídica in- 
ternacional la que establece esas carreteras, esos puentes 
entre los distintos países) había una zona del mundo bas- 
tante abandonada, en algunos casos absolutamente aban- 
donada: me refiero concretamente a esa zona de Oriente. 
En el caso de China, este viaje permitirá establecer una 
conexión, formalizar un convenio que acabe con esta 
situación. 
No me ha preguntado S .  S .  por Japón, pero también po- 

dría contestarle, porque en la pregunta escrita sí incluía 
Japón. A la vuelta de China pasé un día en Japón, con el 
exclusivo propósito de mantener contactos con el Minis- 
tro de Justicia japonés, así como con el Presidente del Tri- 
bunal Supremo. 

En el caso del Japón, aunque no hay convenios bilate- 

rales si los hay multilaterales -a los que pertenecemos 
Japón y España- que resuelven los problemas que no es- 
tán resueltos en el caso de China. A pesar de que la 
corriente de personas, fundamentalmente con un conte- 
nido turfstico, es creciente cada año pues, el número de 
japoneses que viajan a España y el número de españoles 
que viajan a Japón es cada año mayor, no tenemos con- 
venios o instrumentos de cooperación judicial en materia 
penal. La verdad es que cada vez son más importantes 
para resolver la multiplicidad de problemas que plantea 
ese flujo de personas. 

En mis conversaciones Con las autoridades japonesas 
también convinimos en la necesidad de iniciar negocia- 
ciones tendentes a ese convenio de cooperación judicial 
en materia penal dentro del cual podrá incrustarse un 
convenio referente a la extradición. 

Esto es lo que puedo informar respecto del viaje que he 
realizado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Por 
tiempo de cinco minutos, tiene la palabra el señor Hui- 
dobro, para réplica. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, no para 
réplica sino para congratularme de que, a través del Mi- 
nisterio de Justicia, se hayan entablado unos contactos de 
la importancia que se nos ha puesto de manifiesto hoy en 
la Comisión con la República Popular China y con Japón. 
No dudamos que las relaciones con un pueblo como el chi- 
no, que tiene una gran potencia, muy numeroso y con una 
cultura muy digna de tener en cuenta, es algo de extraor- 
dinaria importancia para todos los españoles. Y no sólo 
es de extraordinaria importancia para todos los españo- 
les, en general, sino que también lo es para algunos sec- 
tores especiales. 

Si nosotros, que formamos parte de la Cámara legisla- 
tiva, no teníamos conocimiento respecto a cuál había po- 
dido ser el contenido de este viaje, de este cambio recí- 
proco de contactos con políticos y con la Administraión 
de la República Popular China y del Japón, no cabe duda 
alguna de que nuestros empresarios (los que efectivamen- 
te hicieron un viaje hace mucho tiempo con el Presidente 
del Gobierno para establecerse y entablar relaciones co- 
merciales con aquel país) se van a ver gratamente sor- 
prendidos por la preparación de este Convenio de coope- 
ración judicial. Lo mismo que a nosotros nos agrada mu- 
cho haber recibido esta información del Ministro de Jus- 
ticia, no dudamos que mañana, cuando los empresarios 
españoles que negocian con la República Popular China 
sepan por los medios de comunicación que se está traba- 
jando en la elaboración de estas normas que van a hacer 
posible que las relaciones comerciales sean más fluidas y 
más seguras, van a sentir una gran satisfacción. Le doy 
las gracias al señor Ministro por haber puesto en nuestro 
conocimiento en esta Comisión, en el del pueblo español 
y en los empresarios españoles esta posibilidad que se 
abre a partir de este viaje. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Agota- 
do el orden del día y sin mAs asuntos que tratar, se levan- 
ta la sesión. 

Era la una y veinte minutos de la tarde. 
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